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INTHODUCCIÓN 

El presente trabajo de investigación, titulado "La Motivación y Fundamentación 

Constitucional ·en el Procédimiento Expropiatorio Federal", pretende proporcionarle al 

lector un panorama ac,erca de lo que implica un procedin1ii,:nto expropiatorio federal. 

El trabajo se iniciaconel citpltulo ~el~tiv~ ~I Acto Administrativo, en virtud de que 
···'· ... _·,· ---;.··--·._, .. · ... , 

In expropiación es una institució~ qu~f()rm.a;'parie del Derecho Administrativo, ya que la 

naturaleza jurídica de laexpropin.ciÓrie~ ;r~~is~l11enie ser un Acto Administrativo revestido 

con el carácter de decreto. 

El segundo capitulo.versa sobre el Procedimiento Administrativo, esto en cuanto a 

que se hace necesario estudiar primero sobre el procedimiento administrativo en general, 

para después con esas bases enfocarnos a lo que va u ser el procedimiento expropiatorio 

federal. 

El tercer capítulo procuramos enfocarlo más hacia lo que es la expropiación, 

tomando en consideración que la expropiación es un Acto Administrativo, por medio del 

cual el Estado de manera unilateral, sustentándose en una causa de utilidad pública, impone 

al particular la transferencia de la propiedad de detcnninados bienes (ya se trate de 

inmuebles, muebles o incluso de bienes incorpóreos), para que a través de ellos se dé 

satisfacción a una necesidad pública preexistente, condicionándose a que se otorgue al 

particular una indemnización a manera de compensación por la transferencia de dicho bien. 

Ahora bien en el cuarto capitulo nos enfocamos a lo que es el Procedimiento 

Expropiatorio Federal. 

Y por último, procuramos hacer un análisis jurídico acerca de los elementos 

esenciales de todo Procedimiento Expropiatorio Federal, mismos que son: la utilidad 

pública, la indemnización, el decreto expropiatorio y las causas y efectos subsecuentes para 

aquellos que forman parte dentro del procedimiento. 
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CAPÍTULO PIUMERO. 

ACTO ADMINISTRATIVO. 

1.1. CONCEPTO. 

El Acto Administrativo es una institución jurídica demasiado basta dentro de la 

doctrina administrativa, por lo que trataremos de estudiar algunas de las muchas 

definiciones existentes. 

Alfonso Nava Negrete dice que el Acto Administrativo se puede definir desde el 

punto de vista de diversos criterios. "El criterio orgánico, también llmnado subjetivo o 

formal, dice que el Acto Administrativo es el que realizan los órganos administrativos del 

poder público y no otros, sólo Jos órganos administrativos pueden producir Actos 

Administrativos". 

El criterio material, denominado también objetivo o sustancial define al Acto 

Administrativo como aquél cuya sustancia es administrativa, por lo que todos los órganos 

del poder público, ya sean administrativos, judiciales o legislativos, producen Actos 

Administrativos, caracterizados por su contenido material de naturaleza administrativa. 

En el mismo sentido, el Acto Administrativo se define en un sentido amplio y en un 

sentido restringido: en sentido amplio el Acto Administrativo es realizado en ejercicio de la 

función de administración, que produce efectos jurídicos; en sentido restringido el Acto 

Administrativo "es la declaración unilateral de la voluntad de un órgano del poder público 

en ejercicio de la función administrativa con efectos jurídicos directos respecto de casos 

individuales específicos (los efectos jurídicos de referencia se traducen en la creación, 

modificación o extinción de derechos y obligaciones a favor o a cargo de sujetos 

individuales específicos)". 1 
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Miguel Gulindo Camacho propone la siguiente definición: "El Acto Administrativo 
·-. .· 

es un acto jur!dico, de. Derecho P6blico que emana de In Administración Pública y 

sometido ni derecho administrativo; es· una decisión ejecutoria y no contenciosa, es una 

declaración que emana de u'nu nuioridnd .administrativa, unitaria o colegiada, en ejercicio de 
. "" 

su función admiriiStrati~n, a tra~és de él In administración crea, reconoce, modifica, 

transmite o extingüe un~ sitÚ\lción jur!dicn subjetiva, con lo que se propone la satisfacción 

de un interés general~ en ejercicio de In función ndministrativn".2 

Conforme a lo nnteriom1ente citado existen Actos Administrativos y netos de 

administración, por lo que es menester conocer su diferencia para que no sean confundidos; 

el Acto Administrativo es un acto de voluntad que va encaminado a provocar un cambio en 

las relaciones de Derecho que existen en el momento que interviene la administración para 

crear, modificar, suprimir o extinguir situaciones jurldicas para casos concretos. El acto de 

administración es un acto de lndole interna que no produce efectos jurídicos en contra de 

terceros, puesto que únicamente se presenta para que In administración pueda realizar el 

Acto Administrativo. 

De igual manera se puede definir al Acto Administrativo bajo dos conceptos, uno 

formal y uno material. El concepto formal dice que todo acto que provenga de un órgano 

administrativo es un Acto Administrativo, basta que un órgano sea administrativo para que 

todos sus actos sean administrativos, en sentido formal; por lo que, los actos de un órgano 

legislativos o jurisdiccional nunca podrán ser fommlmcntc Actos Administrativos. 

El concepto material dice que Acto Administrativo es la manifestación de la 

voluntad de la Administración Pública, que es la encargada de crear situaciones jurídicas, 

individuales, para satisfacer las necesidades colectivas. 

El jurista Andrés Serra Rojas define al Acto Administrativo de la siguiente forma 

"el Acto Administrativo es un acto jurídico, una declaración de voluntad, de deseo, de 

1 Fcmándcz Ruiz, Jorge, ~anorama del Derecho Adminislrativo". Editorial McGraw·l lill, México, 1999, p. 
126,127 
:i Galindo Cmnacho, Miguel "Derecho Administrativo", Editorial Pomía, México, 2000., p. 195,196, 



conocimiento y de juicio, unilateral, externa, concreta y ejecutiva, que constituye una 

decisión ejecutoria.- que emana de un sujeto: la Administración Pública, en el ejercicio de 

una potestad administrativa, que crea, reconoce, modifica, transmite o extingue una 

situnciónjur!di¿a subjetiva y su finalidad es la satisfacción del interés general".3 

Retornando lo señalado en cuanto a que existe una distinción entre Acto 

Administrativo y acto de administración, se considera que el primero es el creador de una 

situación jurídica concreta y el segundo, por exclusión son todos los demás netos internos 

que no se clnsilicnn como Actos Administrativos por no producir efectos con relación a 

terceros. 

Luis Humberto Delgadillo opina que "el Acto Administrativo es una declaración 

unilateral de voluntad, conocimiento o juicio, de un órgano administrativo, realizada en 

ejercicio de In función administrativa, que produce efectos juridicos concretos en forma 

directn.".4 

Por otra parte se considera que el Acto Administrativo es una manifestación 

unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa 

competente, en ejercicio de la función pública. Esta decisión crea, reconoce, modifica, 

transmite, declara o extingue derechos u obligaciones, la cual persigue la satisfacción del 

interés común. 

De lo anterior se desprenden algunas características del Acto Administrativo: 

1. Es un acto unilateral. 

2. Existe una manifestación externa de la voluntad. 

3. La decisión y la voluntad son el órgano administrativo competente, que actúa a través 

de su titular, el cual hace uso de la función pública, lo que implica que el acto esta 

fundado conforme a la ley. 

4. El acto crea, modifica, transmite, reconoce, declara o extingue derechos y obligaciones. 

3 Scrra Rojas, Andrés, "Derecho Adrninis1ra1ivo", Edilorial Porrúa, México 2000, p. 238. 
' Dclgadillo Gutiérrez. Luis l lurnberto, "º1mpendio de Derecho Administrativo", Editorial Porrúa, México, 
2000, p. 251. 



5. Persigue el interés general. 

El Acto Administrativo es todo acto realizado por una autoridad· administrativa 

competente, que tiene por objeto crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o 

extinguir derechos u obligaciones y que pretende satisfacer el bien común. 

Desde luego debe tenerse por entendido que existen tanto Actos Administrativos como 

Actos de Administración. La diferencia radica en que los Actos Administrativos proyectan 

sus efectos hacia el exterior de la Administración Pública, produciendo efectos en él con 

relación a terceros; mientras que el Acto de Administración contiene sus efectos dentro de 

In esfera jurídica de la Administración Pública, es decir que no producen efectos con 

relación a terceros. 
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1.2. ELEMENTOS DEL ACTO ADMINISTHATIVO. 

En Derecho Administrativo existe una diversidad de criterios acerca del número de 

elementos que conforman el Acto Administrativo, de esto se desprende que existen algunas 

variantes entre un autor y otro, por lo que se !rutará de analizar algunas clasificaciones de 

los elementos, materia de nuestro estudio. 

El jurista, ya citado, Andrés Scrra Rojas clasifica los elementos del Acto 

Administrativo en: "elementos subjetivos, elementos objetivos y elementos formales". 

Dichos elementos también tienen subclasificaciones: 

Los elementos subjetivos son: administración, órganos, comp!Jlencia e investidura 

legitima del titular del órgano. 

Los elementos objetivos comprenden: presupuesto de hecho, objeto, causa y fin, el 

objeto o contenido, el motivo y la finalidad. 

Los elementos formales son: el procedimiento, la forma de la Declaración y la 

notificación. 

Otro tratadista señala que los elementos que le dan forma y validez al Acto 

Administrativo son: subjetivos, objetivos y formales, desglosando esto tenemos: 

ELEMENTO SUBJETIVO. Esta integrado por el órgano administrativo que emite 

el acto. Para que el Acto Administrativo sea válido, el sujeto que ejerce la función 

administrativa debe contar con dos elementos importantes: la competencia y la voluntad. 

En cuanto a la competencia, los órganos administrativos para su debida actuación 

deben contar con las facultades que el ordenamiento jurídico les confiere, la cual puede ser 

en razón de materia, grado, territorio, tiempo y cuantía. 
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En cuanto a la voluntad, ésta _es considerada como un querer, como la intención, 

como la actitud deseada, que se produce en el órgano administrativo. La_ voluntad 

administr~tiva se encuentra integrada por elementos subjetivos (la voluntad de los titulares 

de los órganos que actúan) y objetivos (procedimientos de elaboración, -que prepn_ran esa 

voluntad). 

ELEMENTO OBJETIVO. Los elementos objetivos del Acto Administrativo 

son el objeto, el motivo y el fin. 

El objeto es In materia o contenido del acto; es aquello sobre lo que incide la 

declaración administrativa. El objeto esta constituido por los derechos y obligaciones que él 

mismo establece, el objeto puede ser una cosa o una actividad, y ·de igual manera debe ser 

lícito, posible y determinado o determinable. 

El motivo, también llamado presupuesto de hecho y causa, está constituido por las 

circunstancias de hecho y de derecho que la autoridad toma en cuenta para emitir el acto, 

son los antecedentes que preceden y provocan el acto. 

El fin es el propósito que se persigue con la emisión del acto, es el para qué de su 

emisión, que en materia administrativa siempre corresponde al interés público. 

ELEMENTOS FORMALES. El elemento formal está integrado por la observancia 

del procedimiento prescrito para la elaboración del acto, su expresión y su comunicación a 

los interesados. Son los medios de instrumentación o exteriorización de la voluntad 

administrativa, y los medios de publicidad del acto. 

Respecto a la instrumentación o extcriori7.ación del Acto Administrativo, la regla 

general es que sea de manera expresa y por escrito, aunque existen excepciones que 

permiten la existencia de Actos Administrativos declarados por medio de otras formas de 

exteriorización, como los actos expresados verbalmente, por signos, scilalcs, los tácitos y 

los presuntos. 
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Los Actos Administrativos que producen los órganos de In Administración Pública 

pueden exteriorizarse en fomm expresa, tácita y presunta. Lu forma expresa puede ser 

verbal, escrita o n través de seílales; In forma tácita se presenta en aquellos supuestos que 

por v!a de interpretación se permita deducir el sentido de In voluntad administrativa, y éstos 

se clasifican en: netos tácitos y manifestación de la voluntad, son netos tácitos aquellos que 

como consecuencia de la emisión de un acto expreso, surjan efectos jurídicos que 

presuponen la existencia de otro neto. La manifestación tácita de In voluntad es el acto 

derivado del comportamiento material de In administración 

Algunos doctrinarios consideran que los elementos del Acto Administrativo son 

elementos esenciales y elementos no esenciales. Dentro de los esenciales se encuentran: el 

sujeto, la voluntad, el motivo y el fin; dentro de los no esenciales se encuentra In forma. 

El sujeto es el órgano administrativo y no el funcionario público. 

La voluntad, esta conformada por la voluntad expresa del órgano por medio de su 

representante, que es el funcionario público. 

El objeto consiste en producir efectos de derecho, mismos que son: crear, transmitir, 

modificar o extinguir situaciones jurídicas individuales. 

El motivo, la motivación del acto radica en las situaciones de hecho o de derecho 

que preceden o impulsan a la producción del acto, es la razón de ser del acto. 

El fin, todo Acto Administrativo tiene un fin general, por cuanto es interés de la 

colectividad, y un fin propio o especifico, que le orienta. 

La forma, existen dos tipos de fomm para que la autoridad exteriorice la voluntad 

del órgano administrativo: la expresa y la tácita. La fomm expresa, acepta varias 

modalidades, la más común es la escrita. 
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Acerludamcnte el Doctor Gabino E. Custrejón García dice que los elementos del Acto 

Adminislrativo son: a) el sujeto; b) la manifestación exlcrna de la voluntad; e) el objelo; y 

d) la forma: 

a) Sujeto. El sujeto del Acto Administrativo, se considera como activo y pasivo. El sujeto 

activo siempre es un órgano de la Administración Pública, quien es el creador del acto; 

el sujeto pasivo, son todos aquellos a quienes va dirigido o quienes ejecutan el Acto 

Administrativo, y que pueden ser otros entes públicos, personas jurídicas colectivas o el 

particular. 

b) Manifestación externa de la voluntad. La voluntad debe ser espontánea y libre, de las 

facultades del órga110. no debe estar viciada por error, dolo, violencia, ele. Y debe 

expresarse en los términos de la ley. 

e) Objeto. El objeto en el Acto Administrativo puede ser directo o inmediato e indireclo o 

mediato. El primero consiste en la creación, transmisión, modificación, reconocimiento 

o extinción de derechos y obligaciones dentro de la actividad del órgano administrativo. 

El segundo consiste en realizar la actividad del órgano del Estado, cumplir con los 

cometidos, ejercer la función pública que tiene encomendada. El objeto debe ser posible 

tanto fisica como jur!dicamentc, debe ser lícito y debe ser realizado dentro de las 

facultades que le otorga el Acto Administrativo. 

d) Forn1a. La forma puede ser escrita, verbal o mediante señales. 
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1.3. REQUISITOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

Los requisitos del Acto Administrativo, tendrían que ser llamados requisitos 

constitucionales del Acto Administrativo, en base a que es la propia Constitución General 

de la República, la que nos marca dichos requisitos en sus Art!culos 14 y 16. No dejando de 

lado los requisitos regulados por el Código Fiscal de la Federación. 

Articulo 14. "Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 

establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 

conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho ... " 

Articulo 16. "Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 

o posesiones, sino en virtud, de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde 

y motive la causa legal del procedimiento ... " 

Cuando hablamos de requisitos del Acto Administrativo estamos hablando en sí de 

aquellos que buscan satisfacer la acción de los órganos administrativos del Estado. 

Desglosando los requisitos constitucionales que emanan de los artículos ya citados, se 

entiende que ellos son: 

ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. 

LA COMPETENCIA. "En virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente" Todo Acto Administrativo debe emanar de una autoridad competente. La 

competencia es la posibilidad que tiene un órgano de actuar; la ley le asigna al órgano 

determinados asuntos que puede o debe atender. Las facultades se refieren a los servicios 

públicos; o sea a ala aptitud que éstos reciben de la legislación para emitir los actos 

necesarios a fin de ejercer la competencia del órgano. 
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Se puede decir que In Constitución prevé que el Acto Administrativo debe provenir 

de un órgano competente, n través de un funcionario con facultades para ello, es decir, que 

es la propia ley In que asigna In competencia y la que otorga las facultades ni funcionario. 

LA FORMA ESCRITA. " ... En virtud de mandamiento escrito". Todo neto de 

autoridad debe realizarse por escrito, en virtud de que adoptar In forma escrita es 

mandamiento constitucional. La forma escrita constituye una certeza jurídica, ésta debe 

reunir ciertos requisitos que la lógica, la ley y la costumbre contemplan. Dicha fomm se 

materializa generalmente por medio de oficios (que es en donde se encuentran todas y cada 

una de las características del acto y sus lfmites, así como la fundamentación y motivación). 

FUNDAMENTACIÓN. "Que funde... la causa legal del procedimiento". 

Fundamentación legal significa que la autoridad cite o invoque los preceptos legales 

confom1e a los cuales el orden jurídico le permite realizar el acto dirigido al particular. 

Fundamentar un Acto Administrativo implica la obligación de indicar cuáles leyes y 

cuáles de sus artículos son aplicables al caso concreto, es decir cuales de ellos son los que 

justifican su emisión, por lo que es necesario que los preceptos jurídicos que han sido 

invocados se refieran a la competencia del órgano, a las facultades del servidor público y 

desde luego, al contenido del acto. 

MOTIVACIÓN. " ... y motive la causa legal del procedimiento ... ". La autoridad esta 

obligada a señalar cuáles son las circunstancias de hecho y de derecho inmediatas 

anteriores al Acto Administrativo que lo originaron. 

El motivar un Acto Administrativo consiste en describir las circunstancias de hecho 

que hacen aplicable la norma jurídica al acaso concreto. La motivación es Ja adecuación del 

supuesto de derecho a la situación subjetiva del gobernado. 

Las necesidades de que la Administración Pública funde y motive sus actos fue 

reconocida en el siglo XIX por la jurisprudencia francesa. En México, aparte del citado 
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articulo 16 Constitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado estos 

requisitos. 

PRINCIPIO DE LEGALIDAD. Toda la actividad del Estado, ya sea función 

administrativa, j~risdiccio11al o legislativa, debe ajustarse a la ley. Asl los actos de los 

órganos del poder Ejecutivo han de ser producidos conforme a disposiciones previamente 

emitidas por ci1 l~gl~Íador. 

Respecto a lo anterior se entiende que en tanto el particular puede hacer todo lo que 

la ley no. prohibe, la Administración Pública sólo puede realizar lo que la ley expresamente 

le permite, es decir que el principio de legalidad se refiere a que los Actos Administrativos 

sean perfectamente válidos y legitimas. 

El principio de legalidad es un importante derecho de carácter constitucional que 

tienen los gobernados frente ni poder público, en el sentido que lo expresa el párrafo 

primero del articulo 16 constitucional, que dice: "Nadie puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 

autoridad competente, que funde y motive las causa legal del procedimiento." ... En tales 

condiciones las leyes administrativas deben contener el principio de legalidad o el derecho 

de legalidad, en beneficio de los gobernados, y que las autoridades que las aplican deben, 

en todo caso, respetar este derecho de los gobernados."5 

ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA. "Nadie podrá ser privado de la vida, de 

la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 

los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las fomialidades esenciales 

del procedimiento y confonne a las leyes expedidas con anterioridad al hecho". 

'Galindo Camacho, Miguel, "!lcrccho Adminislralivn'', Ediloriat Porrúa, México, 2000., p. 2t5, 216. 
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La retroactividad del Acto. Administrativo se refiere a los efectos del propio neto, en otras 

palabras, dicha retroactividad no Pllede l~slonar los derechos que se han adquirido con 

anterioridad a su emisión; 

ARTÍCULO 38 pEL CODIGO IÍISCAL DE LA FEDERACIÓN .. 

Son requisitos indispensables para cualquier Acto Administrativo, los siguientes: 

1. Constar por escrito 

II. Señalar In autoridad que lo emite, 

III. Estar fundado y motivado y expresar In resolución, objeto o propósito de que se 

trate. 

IV. Ostentar In firma del funcionario competente y, en su caso, el nombre de la persona 

a In que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su 

identificación. 

La Ley Federal del Procedimiento Administrativo señala en sus artículos 3 y 4 los 

elementos y requisitos del Acto Administrativo: 

l. Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso de que 

dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto para 

emitirlo; 

Il. Tener objeto que pueda ser materia del mismo, determinado o determinable; preciso 

en cuanto a las circunstancias del tiempo y lugar, y previstos por la ley; 

111. Cumplir con la finalidad del interés público regulado por las nomias en que se 

concreta, sin que puedan perseguirse otros fines distintos; 

IV. Hacer constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que lo expida, 

salvo en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de expedición; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI. Derogada; 
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VII. Ser expedidos sujetándose n las disposiciones relntivns ni Procedimiento 

Administrativo previstas en estn ley; 

VIII. Ser expedido sin que medie error sobre el objeÍo, cau~n o niotivo o sobre el fin del 

neto; 

IX. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión; 

X. Mencionar el órgnno del cunl se emnnn; 

XI. Derogada; 

XII. Ser expedido sin que medie error respecto n In referencia especifica de 

identificación del expediente, documentos o nombre completo de las personas; 

XIII. Ser expedido seilalando el lugar y la fecha de la emisión; 

XIV. Tratándose de Actos Administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención 

de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el expediente respectivo; 

XV. Tratándose de Actos Administrativos recurribles deberá hacerse mención de los 

recursos que procedan, y 

XVI. Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos por las partes o 

establecidos por la ley. 
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1.4. l<'ACULTAl>ES DISCRECIONALES Y lfüGLADAS. 

El Doctor Acosta Romero define a "la facultad discrecional como aquella que tienen 

los órganos del Estado para determinar su actuación o abstención y, si deciden actuar, qué 

limite le darán a su actuación, y cuál será el contenido de la misma; es la libre apreciación 

que se le da ni órgano de la Administración Pública, con vistas u la oportunidad, la 

necesidad, la técnica, la equidad, o razones determinadas que puede apreciarse 

circunstancialmente en cada caso todo ello, con los limites consignados en la ley."6 

Cuando la ley permite al servidor público la actuación dentro de determinados 

limites, ponderando las motivaciones, los fines y la oportunidad, estamos ante facultades de 

carácter discrecional en el ejercicio de la función administrativa. 

La facultad discrecional surge siempre que el ordenamiento jurldico no establezca 

cuándo, cómo y en qué sentido se debe ejercitar, es decir que la discrecionalidad es una 

libertad de elección entre alternativas justas de igual forma. 

Los elementos de la facultad discrecional son: 

1. Como parte de la competencia del órgano administrativo, la ley, debe ser siempre la 

que la otorgue; 

2. Su objeto es que, dentro de esos limites se puede apreciar por parte del funcionario, una 

serie de caracterfsticas que van desde el decidir si se actúa o no hasta señalar el límite 

de esa actuación. 

6 Acosta, Romero, Miguel, "!::&mnendio de Derecho Adminislmtivo", Editorial J>ornia, México, 2002, p.541 
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Las facultades discrecionales se clasifican en: 

a) Libres 

b) Obligatorias 

e) Técnicas 

FACULTAD DISCRECIONAL LIBRE. Deja al órgano administrativo ejercer la 

voluntad, dentro de los más amplios márgenes, es decir, que no la ciñe más que en la propia 

prevención contenida en la ley; y puede ejercitarse, o no ejercitarse parcialmente, en fomia 

continua. 

Dentro de esta facultad el órgano tiene total libertad para actuar o no actuar, ya que dicho 

órgano puede o no realiwr la actividad que le permite la ley. Los actos realiwdos en 

ejercicio de estas facultades también son llamados como discrecionales absolutos o totales. 

FACULTAD DISCRECIONAL OBLIGATORIA. El ejercicio de esta facultad 

discrecional es obligatorio, dentro de los limites de la ley. · 

En esta facultad el funcionario, representante del órgano competente no puede 

abstenerse de emitir un acto, debe actuar en uno u otro sentido, pero siempre dentro de los 

márgenes de la ley. 

FACULTAD DISCRECIONAL TECNICA. "Se da cuando en la propia ley se 

señala que deben apreciarse determinados datos técnicos, ya sea de la realidad, o del 

conocimiento científico, para ejercitar dicha facultad."7 

DISCRECIONALIDAD Y ARBITRARIEDAD. 

La discrccionalidad y el arbitrio son dos conceptos diferentes. 

1 Castrcjón Garcfa, Gabino Eduardo, "Derecho Administrativo Mexicano Tomo f", Cárdenas Editores, 
México, 2001, p. 345. 
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Toda autoridad que dirige su actuación en ejercicio de una facultad discrecional, 

debe partir de una base legal, es decir debe estar autorizada para ello, en una norma jurfdica 

explfcita; por lo que no puede ni debe actuar de forma arbitraria alguna. 

La autoridad que actúa arbitrariamente, no parte de una ley, busca la satisfacción de 

un interés propio; y además puede ser expresión de su capricho o del buen o mal humor 

que, en un momento dado, observe el detentador del poder. 

El servidor público en ejercicio de sus funciones al realizar la facultad discrecional 

de manera incorrecta, esta cometiendo un acto arbitrario. Ese acto arbitrario se puede 

entender como lo que conocemos como desvío de poder, es decir que rebasa las facultades 

que la ley le otorga. 

Ahora bien, el acto discrecional tiene lugar cuando la ley deja a la administración un 

poder libre de apreciación para decidir si debe obrar o abstenerse o qué contenido va a dar a 

su actuación. De lo que establece la ley podrá deducirse si ella otorga a las autoridades una 

facultad discrecional o no. Asi cuando la ley use términos que no sean imperativos sino 

permisivos o facultativos se estará frente al otorgamiento de poder discrecional. 

LIMITES A LA FACULTAD DISCRECIONAL 

Todo Acto Administrativo debe limitarse, puesto que la facultad discrecional 

ilimitada se entendería como arbitrariedad. 

Es la ley la única que establece los límites de las facultades discrecionales, pues 

pem1ite que los funcionarios puedan actuar dentro de un determinado marco. 

Enrique Sayagués, citado por Rafael l. Martínez morales, se refiere a los límites de 

la facultad discrecional de la siguiente manera: "una vez establecidos los hechos y 

calificados legalmente, la administración entra a considerar si debe o no actuar y, en caso 

afirmativo, cuáles medidas adoptarán. l~ste es el ámbito legítimo de la discrecionalidad 

administrativa. Aveces In administración dispone de una gran libertad: puede elegir el 
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momento pura 11ctuar, 111 forma de hacerlo, determinar el contenido del acto, etc.; otras 

veces solo tiene discrecionnlidad en alguno de esos 11speetos. Pero aún en ese ámbito 

legitimo de discrecion111idad, la adn1inistración debe actuar razonablemente, ya que la libre 

apreciación en la oportunidad de In acción administrativa no puede convertirse en 

arbitrariedad, lo cual importarla salir de sus limites propios y constituirla ilegalidad." 

LA FACULTAD DISCRECIONAL Y LAS GARANTfAS INDIVIDUALES. 

En cu.unto la parte dogmática, es decir, de garant(as individuales, o también 

considerados Derechos Públicos Subjetivos, contenidos en los artículos del 1 al 28, de 

nuestra Carta Magna, algunos de ellos hacen referencia a las facultades discrecionales 

como es el caso de los siguientes nrtlculos: Articulo 3º en materia educativa, Artículo 5° 

libertad de trabajo y de profesiones, Artículo 8° derecho de petición, Artículo 9º libertad de 

expresión, Articulo 21 º infracciones administrativas, Articulo 27 en todas las materias que 

se derivan de él. 

Las garantías individuales o derechos a favor del gobernado deben ser respetados en 

la realización de actos discrecionales, en especial los consagrados en los artículos 14 y 16 

de la Constitución. Esencialmente deben ser respetados los principios de: 

LEGALIDAD. La facultad discrecional ha de realizarse por funcionario competente 

para emitir dichos actos discrecionales y conforme a una base legal. 

FUNDAMENTACIÓN. El acto discrecional tendrá que estar perfectamente 

fundamentado, en los preceptos legales que sirvan para ello. 

MOTIVACIÓN. El acto discrecional además de legal y estar fundamentado, 

obviamente también requiere estar motivado, conforme a lo establecido en el articulo 16 

Constitucional. 
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DEBE SER POR ESCRITO. El- neto discrecional tendrá que exteriorizarse, 

mediante la forma más común, que es In forma escrita. 

CONVENIENCIA DE OT!)RGAR fACULTADES DISCRECIONALES. 

En palabras del Doctor Acosta Romero, existen tres áreas en las que es conveniente 

otorgar facultades discrecionales: 

1. "Tratándose de Jefes de Estado y Jefes de Gobierno, los cuales tienen que tomar 

decisiones basadas muchas veces más en criterios políticos que jurídicos, y por ello 

pudiera ser necesario el ejercicio de esa facultad. 

2. Otorgar facultades discrecionales en ciertas materias que requieren, o bien 

conocimiento especiali7.ado, o la conjunción de requisitos técnicos o de oportunidad, 

para el ejercicio de la actividad administrativa; y en este supuesto, se justificaran 

precisamente por la necesidad o conveniencia de apreciar estas circunstancias, por parte 

del funcionario que ejercita las facultades discrecionales. 

3. Se otorgue la facultad discrecional en busca de fines de justicia y equidad que no 

siempre pueden obtenerse a través del otorgamiento de facultades vinculadas y de la 

aplicación siste1mítica del supuesto legal, sino que, precisamente para apreciar la 

gravedad por ejemplo, de una falta, la reiteración de la misma, la intención que pudo 

haber tenido el infractor, su capacidad económica y el daño que cause a la sociedad con 

su infracción, se concede a la autoridad facultad discrecional, a fin de lograr con ello 

acercarse a concepto de justicia, a través de aplicar el Derecho en forma equitativa a lo 

concreto". K 

FACULTAD REGLADA. 

A diferencia de la facultad discrecional, que implica el ejercicio de una posibilidad 

de elección dentro de un margen permitido por la ley, la facultad reglada supone la 

1 Acosla Romero, Miguel, Op. Cil., p. 544. 
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existencia de una norma jurfdica que indica claramente bajo qué circunstancias y en qué 

sentido debe emitirse un acto; la creación de ese acto reglado requiere la presencia de un 

órgano competente y de un funcionario facultado, con total precisión, para efectuar la 

actividad que el sistemajurldico ordena. 

La fücultad reglada también es llamada vinculada u obligatoria, es aquella que la ley 

otorga y exige su cumplimiento al órgano. Por consecuencia acto reglado se entiende como 

el cumplimiento de la obligación que la ley impone al órgano administrativo. 

Manuel Maria Dfez, citado por Rafael l. Martínez Morales escribe acerca de este 

punto: "La ley es el soporte de todo Acto Administrativo y esa vinculación se advierte con 

toda evidencia en la actividad reglada o vinculada. En el caso Ju facultad reglada la 

actividad administrativa se concreta a actuar conforme a los limites que la propia ley 

señala. 

La facultad vinculada o reglada está prevista en el texto normativo, indicando en 

qué momento y en qué sentido ha de producirse la actividad de la Administración Pública; 

por ello se habla de que el acto y la facultad reglados están ligados o vinculados al texto de 

una ley o reglamento determinados. 

De las facultades o actos reglados se ha dicho que tienen ventajas de seguridad 

jurídica sobre las facultades discrecionales, lo que propicia una menor posibilidad de abuso 

o de fallas de apreciación en los motivos y fines. 
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1.5. EFECTOS DEL ACTO ADMINISTl{ATIVO. 

Una vez que el Acto Administrativo es emitido, debe ser acatado obligatoriamente· 

por el gobernado a quien va dirigido, debido a esto, todo Acto Administrativo está 

destinado a producir efectos. 

Para abordar este tema, primero se hace necesario distinguir entre el acto perfecto y 

el acto efkaz. El neto perfecto es aquel que reúne todos sus elementos, modalidades y 

requisitos; y el acto eficaz es aquel que se realiza jurfdica y materialmente, es decir, que 

produce sus efectos. 

Ln eficacia de un acto perfecto se sujeta a que dicho acto se notifique, se publique, 

sea aceptado por el gobernado, al término, o al plazo, cte. 

Acto perfecto es aquél que contiene todos sus elementos y que ha cumplido con el 

procedimiento de formación establecido para su existencia. Además para que el acto sea 

perfecto debe reunir los requisitos necesarios para su validez y eficacia. 

El acto puede ser válido pero no eficaz, situación que puede presentar en algunos 

casos específicos: a) cuando no ha sido notificado al interesado; b) cuando requiera de 

aprobación por otro órgano, y ésta no se ha otorgado; y c) cuando está sujeto a plazo o a 

condición. 

Entiéndase perfecto al acto que está completamente formado, en cuanto ha agotado 

el procedimiento necesario para su existencia jurídica. El acto que no es perfecto puede ser 

perfeccionado con el cumplimiento de aquellas circunstancias que faltan para su perfección. 

Hay actos que están destinados a ser imperfectos, en virtud de que existen circunstancias 

que si no son cumplidas en el momento establecido, para ello, ya no pueden ser subsanadas. 

El acto perfecto ha de ser también eficaz. Esto ocurre cuando produce sus efectos y 

se ejecuta. Acto eficaz es aquél acto que puede realiiiirse. En el supuesto de que un acto 
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perfectamente formado no pucdu ser reali7..ado, estamos en presencia de un acto ineficuz. La 

ineficacia no deriva de la falta de perfección o de validez. Un acto puede ser perfecto, 

plenamente regular, y sin embargo, ineficaz por cuanto un término o una condición tienen 

en suspenso los efectos. 

La Ley de Procedimiento Administrativo, .habla de la eficacia del Acto 

Administrativo en sus artículos 8°, 9°, 10°. 

La ley establece que el Acto Administrativo será válido mientras su invalidez no 

haya sido decl~;~d·a·p~r aiguna autoridad administrativa, así mismo que el Acto 
' .. ,_,, ·.·' '.·' 

Administrativo válido será eficaz y exigible hasta el momento en que surta efecto la 

notificación 

Cuando el Acto Administrativo se ha perfeccionado por haber cubierto todos los 

elementos y requisitos necesarios para su formación, adquiere obligatoriedad y goza de una 

presunción de legitimidad que significa que debe tenerse por válido mientras no se declare 

por In autoridad competente su invalidez. 

El efecto más importante del Acto Administrativo, es que los derechos y 

obligaciones que engendra tienen un carácter personal e intransmisible, y además las 

situaciones jurídicas creadas por el Acto Administrativo son oponibles a todo el mundo. 

Algunos tratadistas han optado por clasificar los efectos de los Actos 

Administrativos en efectos directos y efectos indirectos. 
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1.5.1. DllrnCTOS. 

El Doctor Miguel Acosta Romero, citado por el Doctor Gabino E. Caslrejón Garcla 

dice que "los efectos directos consisten en la creación, modificación, transmisión, 

declaración, o extinción de los derechos y obligaciones, es decir producirá obligaciones de 

dar, de hacer, de no hacer o declarar un derccho."9 

Al respecto el jurista Andrés Serra Rojas dice que el efecto del Acto' Administrativo 

" consiste en general en modificar o extinguir una situación jurldica individual o 

condicionar para un caso particular el nacimiento, modificación o extinción de una 

situaciónjurldica general." 

Al mismo tenor el profesor Luis Humbcrto Dclgadillo opina que el efecto del Acto 

Administrativo es que crea, modifica, extingue o declara respecto a los gobernados, 

situaciones jurldicas, particulares y concretas, y por regla general, son de naturaleza 

personal e intransferibles, es decir, no crean situaciones o derechos reales. 

1.5.2. INDmECTOS. 

Los efectos indirectos en palabras del Doctor Gabino E. Castrcjón Garcia, "son la 

realización misma de la actividad encomendada al órgano administrativo y de la decisión 

que contiene el Acto Administrativo." 

'' Castrcjón Garc!a, Gablno Eduardo, Op. Cit., 352. 
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1.6. EFECTOS Fllli:NTE A TEllCEIWS. 

Para tener una mejor idea sobre los efectos que el Acto Administrativo produce 

respecto n las partes que en él intervienen, resulta necesario definir también los efectos que 

se producen respecto n lns partes que han sido ajenas n dicho neto. 

Gabino Fraga opina ni respecto que en el derecho común " el autor del neto es el que 

hn sido parte en él; sus causahabientes son los que reciben de él un derecho por transmisión 

universal o particular. Se sostiene que los causahabientes están representados por el autor 

del acto en In realización de éste y que por lo tanto los efectos de él le son oponibles." 

"El tercero por oposición ni cnusnhnbiente, no esta representado por el autor del acto 

cuando lo verifica, y por lo tanto no puede recibir ni perjuicio, ni beneficio del propio acto. 

Sin embargo, se admite que no hay razón que se oponga a que el beneficio se produzca a 

favor del tercero, cuando esto es posible y cuando hay voluntad expresa en tal sentido."1º 

Por lo que hace n los Actos Administrativos se puede afirmar que el principio que 

regula sus efectos es contrario ni que rige en materia civil, es decir, que la regla general es 

que las situaciones jurídicas creadas por el Acto Administrativo son oponibles n todo el 

mundo. Asl el nombramiento de un funcionario obliga a todos los gobernados a reconocerlo 

como tal. De manera que, mientras en el Derecho Civil la regla es que los actos sólo 

producen efectos para las partes, en el Derecho Administrativo, es que los actos son 

oponibles a todo el mundo. 

En el Derecho Administrativo se define al tercero como: 

a) Todo aquel ente que puede hacer valer un Acto Administrativo, y 

b) Aquel que tiene un interés jurídico directo en que se otorgue, o no, o en que se 

modifique el Acto Administrativo. 

'ºFraga, Gabino, "Derecho AdminiSlrnlivo", Edilorial Porrúa, México, 2000 o. 279. 
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Entonces, el Acto Administrativo puede también surtir efectos que son oponibles frente 

a los demás órganos de la Administración, a otras entidades públicas y a los particulares. 

Los Actos Administrativos siempre producen efectos entre las partes, es decir, entre el 

órgano administrativo y el particular, persona física o moral con quien se realiza el acto, sin 

embargo los efectos del Acto Administrativo también son oponibles a terceros inclusive 

frente a los demás órganos de la Administración Pública y a otras entidades públicas 

En Derecho Administrativo se entiende por tercero a la persona a quien no es oponible 

un acto de autoridad, es decir, al particular, persona física o moral, que tiene un derecho 

público o privado que puede ser afectado por la ejecución de un Acto Administrativo, y 

que, por lo tanto es limitante a la actividad administrativa. 

Hauriou citado por Gabino Fraga entiende por tercero lo siguiente: "Los derechos de la 

Administración, dice, están estrictamente limitados a lo que sea necesario para la ejecución 

de las operaciones administrativas; cuando esta ejecución choca con los derechos privados 

de quienes han sido partes en la operación, esto~ administrados, tomados individualmente 

son terceros para la administración: la operación administrativa es, frente a ellos, res inter 

alios acto, y no debe perjudicarles como en Derecho privado, los terceros no tienen que 

sufrir por una operación privada ejecutada entre dos partes. Sin duda la Administración 

hace una gestión de negocios, pero es la gestión de los negocios del público; el duefio del 

negocio es la entidad colectiva: el público; es decir, todo el mundo. Cada uno de los 

administrados tomado individualmente, en tanto que la operación lo afecta especialmente 

en sus intereses privados."11 

De lo que resulta que la creación, modificación, la transmisión, el reconocimiento, o la 

extinción de derechos u obligaciones que contiene el Acto Administrativo, se dirige, 

generalmente a un individuo en especial, es lógico que en la mayoría de las ocasiones surta 

también efectos frente a terceros y, claro siempre, frente al órgano que lo haya emitido. 

11 Fraga, Gabino, Op Ci1., p. 280. TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 29 



1.7. VICIOS DEL ACTO ADMINISTH.ATIVO. 

Se define al vicio de un acto jurídico como cualquier situación de hecho o de 

derecho que afecta al mismo acto 

Los vicios del Acto Administrativo son aquellos defectos o fallas con que el acto se 

materializa en el mundo jurídico y que, afectan su existencia, sea en su validez o en su 

eficacia, por Jo que impiden su subsistencia o ejecución. 

La presunción de validez de los Actos Administrativos permite que estos produzcan 

sus efectos mientras no se demuestre que se encuentran afectados por vicios en alguno o 

algunos de los elementos que los constituyen. Esta presunción juris tantum obliga a Jos 

afectados a promover los medios de defensa que la ley establece para combatir los Actos 

Administrativos irregulares, y demostrar que el acto, es un acto ilegal. 

La irregularidad de Jos Actos Administrativos puede manifestarse por cualquier 

violación a las disposiciones legales que norman su creación, desde desviaciones en el 

Procedimiento Administrativo y en los requisitos formales, hasta ausencia absoluta de los 

elementos que deben integrarlo, lo cual permite que de manera provisional produzcan sus 

efectos. 

La irregularidad del Acto Administrativo se encuentra ligada con los elementos, ya 

que cualquier vicio que se encuentre en ellos afectará su validez y eficacia. Los vicios que 

afectan a los elementos del Acto Administrativo son: 

VICIOS DEL ELEMENTO SUBJETIVO 

Los vicios del elemento subjetivo se presentan en la competencia y en la voluntad. 

En la competencia se presenta cuando el acto se vicia, en virtud de que el órgano 

administrativo que lo emitió carece de facultades para manifestarse, es decir que resulta 
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incompetente. La incompetencia puede ser en razón de materia, grado, territorio, cuant!a o 

tiempo, según se presente la irregularidad en alguno de esos aspectos de la competencia. 

Los vicios que afectan la expresión de la voluntad son de dos tipos: los subjetivos y · 

los objetivos. Los subjetivos son los que atañen a la voluntad psíquica del funcionario, y·Ios 

objetivos .son los que recaen sobre el procedimiento en el que se desarrolla la voluntad de la 

Administración Pública. 

En cuanto a los vicios que afectan la voluntad psíquica del funcionario son: error, 

dolo y violencia. 

ERROR, implica la disconformidad entre la voluntad interna del funcionario con los 

elementos del mundo exterior que le servirán de base para la formación del acto. El error 

viene a constituir un falso o deformado conocimiento de alguno o de todos los elementos 

del Acto Administrativo que, induce al órgano a la fomiación de la voluntad ps!quica de 

manera diferente a como lo hubiera hecho de no existir esa falsa apreciación. 

El error puede ser de hecho o de derecho. Existe error de hecho cuando el 

funcionario aprecia de manera equivocada las situaciones fácticas de aconteceres, personas, 

circunstancias, etc. El error de derecho consiste en la indebida interpretación que se hace de 

las disposiciones jurídicas aplicables. 

DOLO, como vicio de la voluntad de la Administración Pública, se presenta cuando 

existe cualquier artificio, astucia, maquinación o simulación dirigidos a la obtención del 

Acto Administrativo en el sentido que quiere el autor de la conducta dolosa. El dolo puede 

provenir del administrado o del funcionario público. 

No hay que confundir el dolo con el error, en cuanto que éste no es la causa sino el 

efecto del engaño. Es decir, el error se produce por el hecho de que el funcionario cree 

verdadero lo que es falso, o falso lo que es verdadero; en cambio, el dolo, tiende a engañar 
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u la otra parte, falseando intencionalmente In cnusn o motivo del neto, bien sea que lo haga 

el gobernado o el funcionario público. 

VIOLENCIA; este vicio de In voluntad ndminÍstrativa se exterioriza con motivo de 

In coacción ílsica o moral que. se ejerce sobre el funcionario, produciendo el Acto 

Administrativo no en los términos establecidos por el ordenamiento jurídico, sino por el 

temor a sufrir un mal injusto. 

El acto que se encuentra viciado en la voluntad ya sea por error, dolo o violencia, es 

un neto que se considera irregular. 

VICIOS DEL ELEMENTO OBJETIVO. 

Los vicios que recaen en el elemento objetivo son aquellos que afectan su objeto, 

motivo o fin. 

OBJETO, el objeto debe ser lícito, posible y determinado o determinable, el vicio 

surge cuando el objeto es ilícito, por estar prohibido en la ley; por ser impreciso; por ser 

imposible de hecho; por ser contradictorio, absurdo o inmoral. 

MOTIVO, el motivo consiste en los antecedentes de hecho y de derecho que 

preceden y provocan el acto, los vicios que lo aícctan se presentan cuando: los hechos que 

lo motivan no se realizaron, fueron distintos o de apreciación equivocada; cuando se dictó 

en contravención de las disposiciones aplicadas o dejaron de aplicarse las debidas; cuando 

entre los motivos aducidos y los preceptos que sirven de fundamento al acto no existe 

adecuación. 

FrN, el vicio que afecta al fin es el desvío de poder, el cual consiste en apartarse del 

propósito que la norma prevé para el Acto Administrativo. 
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Existe desvío de poder cunndo el funcionario actúa con: un fin personal; con una 

finalidad de favorecer. a un. tercero;: y con In finalidad de favorecer a la Administración 

Públicu. 

VICIOS DEL ELEMENTO FORMAL 

' . 

Estos vicios se manifiestan en el proce~imiento, en la forma de exteriorización y en 

la publicidad del Á~tci,Administrativo., . . . 

La forma del acto, ni 'Constituir el medio por el cual se exterioriza la voluntad 

administrativa, resulta concomitante al acto, que al no cumplirse se produce el vicio de 

forma del Acto Administrativo. 

Los vicios en las formalidades y en In forma del Acto Administrativo son de dos 

tipos: substanciales o relevantes y no substanciales o irrelevantes. Los primeros son 

aquellos que influyen en el fondo del asunto, y que de no cumplirse dan lugar a la anulación 

del acto. Los segundos no tienen una influencia determinante sobre el contenido del acto, y 

por lo tanto, no procede su anulación. 

En materia administrativa existen los siguientes vicios: 

1. Falta de sujeto, el cual puede ser o se puede dar en dos fomms: la falta de sujeto 

propiamente dicha o la incompetencia en la que incurre la autoridad al realizar el acto, 

el primero trae como consecuencia de la inexistencia del acto y la segunda trae como 

consecuencia una nulidad absoluta o relativa, dependiendo del grado de incompetencia. 

2. Falta de voluntad o voluntad viciada por error, dolo o violencia. Esto trae como 

consecuencia la nulidad absoluta o relativa. 

3. Falta objeto cuya consecuencia es la ineficacia total del acto. 

4. Falta de forma, produce como consecuencia la falta de efectos del Acto Administrativo. 
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1.8. NULIDADES DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

El Maestro Rafael de Pina define a la nulidad como "la ineficacia de un acto 

jurídico como consecuencia de la ilicitud de su objeto o de su fin, de la carencia de los 

requisitos esenciales exigidos para su realización o de la concurrencia de algún vicio de la 

voluntad en el momento de su cclebración."12 

La nulidad puede ser absoluta (insubsanablc) o relativa (subsanable) 

La aplicación de las nulidades civiles a los Actos Administrativos no resulta 

procedente, en virtud de que estos actos contienen características, exigencias y una 

regulación diferente a los actos privados, sobre todo en lo relativo al interés público que 

caracteriza a los primeros. 

En materia administrativa, se habla, mús que de nulidades, de actos irregulares y de 

ineficacias. Un acto es irregular cuando no ha sido elaborado confom1c a las reglas 

correspondientes; o sea son defectuosos uno o mús de sus elementos o requisitos. 

El acto que es irregular no produce sus efectos, hasta que tal irregularidad sea 

subsanada, si ello es legalmente posible, ya que podía tratarse de un defecto que por su 

naturaleza o por disposición de la ley tal irregularidad sea insubsanable y, en tal caso, la 

ineficacia serla total. 

La nulidad de pleno derecho es la que prevé la ley con ese carácter o que, en casos 

excepcionales ordena la autoridad judicial ante Actos Administrativos emitidos por algún 

órgano que resulte incompetente, o porque se haya producido sin respetar mínimamente las 

fonnas correspondientes, o bien constituya un delito o su objeto sea obviamente imposible. 

Conforme a lo anterior existen nulidades de pleno derecho y relativas. Las primeras 

son una sanción contra actos que la autoridad realiza y que transgredan normas prohibitivas 

12Dc Pina, Rnfncl, ºDiccjonario de Derecho", Editorial Porn"rn, México, 1999. 
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o limitntivus. Esta nulidad por disposición expresa de In ley es declarativa, es decir, que la 

resolución que considere un acto nulo debe ser dictada por una autoridad ya sea 

administrativa o jurisdiccional. Las segundas se producen cuando el Acto Administrativo se 

ve afectado por alguno de los vicios que han quedado señalados y que afectan los 

elementos del mismo. 

Las nulidades conforman una de las más importantes sanciones para mantener el 

principio de legalidad en contra de los Actos Administrativos irregulares y destinadas a la 

defensa del interés colectivo. 

Entonces, nos debe quedar claro que en Derecho Administrativo más que hablar de 

nulidades debemos hablar de irregularidades del acto o de sus elementos, es decir, que el 

neto que no sen perfecto o que alguno de los elementos del acto por alguna causa sea 

irregular, es decir que no reúna los requisitos y las modalidades necesarios para que opere 

con plenitud, y se estima que la irregularidad del acto o de sus elementos traerá como 

consecuencia la ineficacia parcial o total de aquél, ineficacia que puede ser inmediata o de 

aplicación automática, o bien que sea necesario que se declare por parte de la autoridad 

dicha ineficacia y, por consiguiente la nulidad o invalidez del acto. 

En este orden de ideas, tenemos que cuando al Acto Administrativo le hacen falta 

algunos de sus elementos o de sus requisitos, dicho acto es considerado como irregular, y 

debido a esa irregularidad el acto dejará de producir sus efectos ya sea parcial o totalmente. 

La falta de los elementos del Acto Administrativo o su mala conformación, provoca 

que el acto sea irregular. 

FALTA DE SUJETO. La falta de sujeto provocará, la falta del Acto Administrativo, 

ya que si no hay sujeto, lógicamente no habrá posibilidad de emi.tirse el acto; en este caso si 

pudiera hablarse de incompetencia. 
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FALTA DE VOLUNTAD O VOLUNTAD VICIADA. La falta de voluntad 

provocará ineficacia total del acto; los vicios de In voluntad podrán modificarse en algunos 

casos, siempre que as! lo prevenga la ley. 

LA FALTA DE OBJETO. La falta de objeto provocaría ineficacia total del Acto 

Administrativo. La ilicitud en el objeto también provocará que se deje sin efectos al acto. 

LA FALTA DE FORMA. La falta de forma provoca completa falta de efectos del 

neto, cuando se requiere que este sea escrito, en otros casos, la falta de las formas previstas 

por la ley provoca la total o parcial ineficacia del acto, según lo determinen las leyes que 

exigen la forma. 

La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, dedica su capítulo segundo a la 

nulidad y anulabilidad del Acto Administrativo: 

ARTÍCULO 5. "La omisión o irregularidad de los elementos y requisitos exigidos 

por el articulo 3 de esta ley, o por las leyes administrativas de las materias de que se trate, 

producirán, según sea el caso, nulidad o anulabilidad del Acto Administrativo." 

ARTÍCULO 6. "La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos o 

requisitos establecidos en las fracciones 1 a X del articulo 3 de la presente ley, producirá la 

nulidad del Acto Administrativo, la cual será declarada por el superior jerárquico de la 

autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto impugnado provenga del titular de una 

dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por el mismo. 

El Acto Administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se 

presumirá legítimo ni ejecutable; será subsanable, sin perjuicio de que pueda expedirse un 

nuevo acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos 

deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. 

La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos. 
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En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien sen imposible de hecho o de 

derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que 

la hubiere emitido u ordenado. 

ARTÍCULO 7. "La omisión o irregularidad en los elementos y requisitos señalados 

en las fracciones XII a XVI del articulo 3 de esta ley, producirá la anulabilidad del Acto 

Administrativo. 

EL acto declarado anulable se considerará válido; gozará de presunción de 

legitimidad y ejecutividad; y.será subsanable por los órganos administrativos mediante el 

pleno cumplimiento de los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico para la plena 

validez y eficacia del acto. Tanto los servidores públicos como los particulares tendrán 

obligación de cumplirlo. 

El snncionamiento del neto anulable producirá efectos retroactivos y el acto se 

considerará como si siempre hubiere sido válido." 

Sobre la anulabilidad, se puede decir que el acto anulable tiene la apariencia de ser 

un Acto Administrativo normal y surte sus efectos jurídicos hasta la declaración de nulidad. 

Fundan esta nulidad: el libre arbitrio del afectado y la seguridad jurídica. 

Los elementos que caracterizan a la nulidad relativa o anulabilidad apoyados en la 

legislación administrativa, son los siguientes: 

a) Se violan las leyes permisivas, supletorias y otras de la misma naturaleza, 

b) Los actos son realizados por autoridades competentes, pero la manifestación de 

voluntad se realiza en forma defectuosa o irregular, 

c) El acto se convalida por confimiación, 

d) El acto se perfecciona por la prescripción, 

c) La nulidad sólo pueden invocarla los interesados, 

f) No son actos constitutivos de delitos, 

g) Su contenido es posible y lícito, 
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h) La forma legal es imperfecta y puede perfcccionnrse, 

i) El error es enmendable, y 

j) La nulidad sólo puede alegarse dentro de los plazos fijados por In ley. 

Por último cabe mencionar que así como el Acto Administrativo debe formarse 

conforme a lo que establece In ley, de esa misma forma, es In ley administrativa In que fija 

In autoridad competente para que ésta declare In nulidad o la nnulnbilidnd. 
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1.9. EXTINCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

El concepto genérico de extinción es la desaparición de los efectos de una relación 

· jurldica o de un derecho. 

Es necesario distinguir entre la extinción de Acto Administrativo y In cesación de 

sus efectos, en cuanto n la cesación, ésta entraña la idea de algo que hn de ocurrir 

normalmente confonne a lo previsto con antelación, pues se considera que el Acto 

Administrativo ha existido de manera legal hasta el momento en que cesa de producir sus 

efectos. Ln extinción del acto se produce por causas que son consecuencias de hechos o 

circunstancias advertidos o surgidos posteriormente. 

La extinción de los Actos Administrativos es la desaparición o cese de los efectos 

que dicho acto debe producir. Un Acto Administrativo se extingue por distintos medios, 

cuando se le elimina de la vida jurídica, por la Administración Pública, por determinación 

judicial, por circunstancias legales no consideradas ni advertidas en el momento en que se 

expidió o por razones posteriores de oportunidad o conveniencia. 

Para efectos del Derecho Administrativo, el Acto Administrativo, al igual que otras 

clases de Actos Administrativos, se extingue mediante medios nonnales o mediante medios 

anormales. 

MEDIOS NORMALES. 

a) Cumplimiento voluntario por órganos internos de la Administración, la realización de 

todos los actos necesarios. 

b) Cumplimiento voluntario por parte de los particulares. 

c) Cumplimiento de efectos inmediatos cuando el acto en sí mismo entraña ejecución que, 

podríamos llamar automática o cuando se trate de actos declarativos. 

d) Cumplimiento del plazo, en aquellos actos que tengan plazo. 
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MEDIOS ANORMALES. 

n) Revocación Administrativa 

b) Rescisión 

c) Prescripción 

d) Caducidad 

e) Término y Condición 

f) Renuncia de derechos 

g) Irregularidades e ineficacia del Acto Administrativo 

h) Extinción· por décisiones dictadas en recursos administrativos o en procesos ante 

tribunal~s administrativos y federales en materia de amparo. 

REVOCACION. Acto por medio del cual el órgano administrativo deja sin electos, 

en forma total o parcial, un acto previo perfectamente válido, por razones de oportunidad, 

técnica, de interés público o de legalidad. 

RESCISION. Es la facultad que tienen las partes en un contrato de resolver o dar 

por terminadas sus obligaciones en caso de incumplimiento de la otra parte. Sólo opera en 

contratos. 

PRESCRIPCION. Es la extinción de las obligaciones o derechos por el simple 

transcurso del tiempo. Los Actos Administrativos prescriben de acuerdo a lo que dispongan 

las leyes. 

CADUCIDAD. Es la falta de cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley o 

en el Acto Administrativo, pura que se genere o preserve el derecho. La omisión de hacer 

algo. 

TERMINO Y CONDICION. El término es un acontecimiento futuro de realización 

cierta del que depende que se realicen o se extingan los dos efectos de un acto jurídico. La 

condición es un acontecimiento futuro de realización incierta, del que se hace depender el 

nacimiento o la extinción de una obligación o de un derecho, en estos casos el término y la 
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condición también vienen a constituir medios por Jos cuales se extingue el Acto 

Administrativo. 

La Ley Federal del Procedimiento Administrativo en su capítulo cuarto determina lo 

siguiente respecto a la extinción del Acto Administrativo: 

El Acto Administrativo se extingue de pleno derecho, por las siguientes causas: 

1. Cumplimiento de su finalidad; 

2. Expiración del plazo; 

3. Cuando la formación del Acto Administrativo esté sujeto a una condición o término 

suspensivo y éste no se realiza dentro del plazo señalado por el propio acto; 

4. Acaecimiento de una condición resolutoria; 

5. Renuncia del interesado, cuando el acto hubiere sido dictado en exclusivo beneficio del 

interés público; y 

6. Por revocación, cuando así lo exija el interés público, de acuerdo con la ley de la 

materia. 
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CAPÍTULO SEGUNDO. 

EL PH.OCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

11.1. PROCESO. 

La postura generalizada de diversos tratadistas es que consideran el proceso como el 

género y ni procedimiento como la especie. 

Los diccionarios de la lengua española definen el término "proceso" identificándolo 

con el transcurso del tiempo, n través del cual se producen ciertos fenómenos de la 

naturaleza, ya sea que se presenten en forma espontanea o en forma provocada y totalmente 

ajenos de la voluntad humana, en virtud de que se producen por las leyes naturales. 

"La palabra proceso deriva del latín proccssus, y significa avanzar, marchar hacia un 

fin determinado, no de una sola vez, sino a través de sucesivos momentos"1 

Se entiende por "proceso a los actos realizados ante y por un órgano jurisdiccional 

para resolver una controversia entre las partes calificadas"2 

El proceso tiene como característica fundamental ser una secuencia de actos que 

tienen como propósito dirimir una controversia entre dos o más partes, y que es una 

autoridad competente, imparcial e independiente, llamada juez, a la que le corresponde 

dirimir tal controversia. 

El proceso tiene un contenido teleológico, en cuanto, que constituye el conjunto de 

actos que tienden a la producción de un acto determinado. 

1 Maria Diez, "Manuel, Derecho Adminis1rativo V.", Edilorial Plus Uilra, Buenos Aires, t999, p. 22 t 
2 Manlnez Morales, Rafael l., "Derecho Administrativo", Editorial 1 larla, México, 2002, p. 250. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 

42 



En materia judicial, proceso, es el conjunto de actos concatenados para dirimir una 

controversia, que concluye con la sentencia, constituye un proceso, el cual esta integrado 

por diversos procedimientos. Todo proceso es un procedimiento, implica siempre un 

conducto que se rebela en un conjunto o serie de actos procedimentales coordinados, 

conformados por la finalidad que persiguen y que en el proceso siempre es la voluntad de la 

ley, que es en lo que consiste el acto jurisdiccional de la sentencia y con la que se reviste In 

justicia. El proceso es función y estructura, o sea vlnjurisdiccionnl. 
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11.2. PROCEDIMIENTO. 

El procedimiento es . una serie de pasos o medidas dirigidos a In producción o 

ejecución de un neto jurídico. 

El jurista Humberto Delgndillo cita que "el procedimiento es la fonna de ejecutar 

algunas actividades para alcanzar un fin, razón por In cual !ni concepto se halla intimnmenle 

ligado con el querer humano''\ El procedimiento denota el aspecto formal, es decir que es 

una fonna que reviste el ejercicio de In acción y que puede darse tanto en materia judicial 

como administrativa 

En este orden de ideas el procedimiento es un concepto formal que se refiere n la 

fonna o manera de cómo se desenvuelve un proceso, es decir que el procedimiento, como 

yn se hnbin mencionado es el género y el proceso es la especie. 

"El procedimiento es un modo de sucesión, un orden y una fonna de proceder; es 

una ruta que debe seguirse para alcan7A1r un resultado práctico."~ 

El maestro Rafael de Pina citado por el Doctor Gabino E. Castrejón García define al 

procedimiento "como el conjunto de formalidades y trámites a que está sujeta la realización 

de los actos civiles, procesales, administrativos y Jegislativos."5 

Siguiendo con lo dicho por el Doctor, se entiende que la palabra procedimiento 

referida a las formalidades procesales es sinónima a la palabra de enjuiciamiento. 

Entre otras definiciones de procedimiento podemos citar la de: José Castillo 

Larrafiaga, dice que en el lenguaje corriente. "procedimiento expresa manera de hacer, la 

serie de reglas-técnicas, legales, ele. que regulan una determinada actividad humana. En el 

' Dclgadillo Gutiérrez, Luis l lurnberto, "Compendio de Derecho Administrativo", Editorial Porrúa, México, 
2000, p. 215. 
' Maria Diez, Manuel, Op. Cit .. p. 220. 
s Castrcjón Garcfa. Gabino Eduardo, "Derecho Procesal Administrativo". Cárdenas Editores. México, 2001, 
p.17 
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lenguaje forense la palabrn procedimiento se empica, impropiamente como sinónimo de 

juicio, de pleito y proceso". 

Los conceptos de proceso y procedimiento, son conceptos esencialmente diferentes 

entre si, es por ello que no deben ser confundidos uno con otro. 

En este sentido se puede hacer mención de los distintos procedimientos judiciales 

que existen, se trata de dos grupos: los procedimientos singulares y los procedimientos 

universales. 

Los procedimientos singulares son aquellos que recaen sobre derechos o bienes 

singulares o sobre aquellos derechos o bienes que no comprendan los bienes o derecho de 

una persona, es decir que este tipo de procedimiento versa sobre acciones o derechos 

determinados y concretos. Los procedimientos singulares se clasifican en ordinarios y 

extraordinarios. Y los extraordinarios a su vez se clasifican en ejecutivos y sumarios. 

En términos generales el procedimiento es un conjunto de actos fonnales que 

establece la ley, cuyo cumplimiento y apego tanto por la autoridad como por las partes que 

intervengan garantiza la impartición de justicia y de equidad entre las mismas. 
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11.3. CONCEPTO DE PIWCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

"Por Procedimiento Administrativo entendemos un conjunto de actos realizados 

conforme a ciertas normas para producir un acto"6 

La serie o secuencia de actos a través de los cuales se desenvuelve la actividad 

principalmente de los organismos administrativos se denomina proceso administrativo. 

Entendemos que la voluntad administrativa se expresa a través de los Actos 

Administrativos, mismos que, para surgir a la vida de lo jurídico, requieren de un 

Procedimiento Administrativo, que es el cauce formal de la serie de actos en que se 

concreta la actuación administrativa para la realización de los fines del Estado. 

Dicho lo anterior por el Maestro Andrés Serra Rojas, ahora retomaremos su 

definición fomml aceren de Procedimiento Administrativo: "El Procedimiento 

Administrativo está constituido por un conjunto de trámites y formalidades -ordenados y 

metodi7.ados en las leyes administrativas, que determinan los requisitos previos que 

preceden al Acto Administrativo, como su antecedente y fundamento, los cuales son 

necesarios para su perfeccionamiento y condiciona su validez, al mismo tiempo que para la 

realización de un lin"7 

Alfonso Nava Negrete, citado por Narciso Sánchez Gómez define al proceso 

administrativo como "el medio o vía legal de realización de actos que en forma directa o 

indirecta concurren a la producción definitiva de los Actos Administrativos en la esfera de 

la administración. Quedando incluidos en este concepto, los de producción, ejecución, 

autocontrol e impugnación de los Actos Administrativos y todos aquellos cuya intervención 

se traduce en dar dcfinitividad a la conducta administrativa.''H 

6 Acosta Romero, Miguel, "Qmmendio de Derecho Administrativo", Editorial Porrúa, México, 2002, p. 444. 
7 Serra Rojas, Andrés, "Derecho Administrativo", Editorial Porrúa, México, 2000, p. 274, 275 
1 Sánchcz Gómcz, Narciso, ºPrimer Curso de Derecho Administrativo", Editorial Porrúa, México, 1999, p. 
356,357. 
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El Procedimiento Administrativo es el conjunto de formalidades y actos que 

anteceden y preparan el Acto Administrativo, con la misma fom1alidnd que las vías de 

producción que el acto legislativo y de la sentencia judicial forman respectivamente el 

procedimiento legislativo y el procedimiento judicial. 

El proceso administrativo para Gordillo" es la parte del derecho administrativo que 

estudia lus reglas y principios que rigen la intervención de los interesados en fa preparación 

e impugnación de Ju voluntad administrativa. Estudia por lo tanto la participación y defensa 

del interesado (que puede ser un particular, un funcionario o una autoridad pública) en 

todas las etapas de preparación de la voluntad administrativa, y desde luego, como debe ser 

la tramitación administrativa en todo Jo que se refiere a Ja participación e intervención de 

los interesados."9 

El Procedimiento Administrativo es aquel conjunto de normas jurídicas 

sistematizadas y concatenadas, que tienen como fin Ja regulación de la relación entre una 

autoridad y un particular o de una autoridad y otra autoridad distinta, que se deriva de los 

efectos de un Acto Administrativo. 

Así que el acto originador del Procedimiento Administrativo es el mismo Acto 

Administrativo, es decir que el Acto Administrativo origina al Procedimiento 

Administrativo, porque a través de éste procedimiento se busca, o producir el acto o 

ejecutarlo. 

9 Gordillo A., Agustfn, "Tratado de derecho Admjnistrativo", Ediciones Maeehi, Buenos Aires, t 998, p. 
XVll-9 
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Por lo anteriormente expuesto, se puede decir que el Procedimiento Administrativo 

es un elemento formal del Acto Administrativo y es lu forma idónea para que la 

Administración Pública actúe, buscando el interés general. 
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11.4. PIWCF..SO Y PR.OCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

En citas hechas por el Doctor Gabino E. Castrejón retoma los conceptos que a lo 

largo de In historia jurldicn se han hecho, por ejemplo: Calnmandrei dice "que el proceso es 

una serie de actos coordinados por el Derecho Procesal, a través de los cuales se verifica el 

ejercicio de In jurisdicción." 

Hugo Rocco, "el proceso es el conjunto de las actividades del Estado y de los 

particulares con las que se realizan los derechos de éstos y las entidades públicas que han 

quedado insatisfechas por la falta de actuación de la norma que derivan." 

Ahora bien, después de haber realizado un breve estudio acerca de lo que es proceso 

y procedimiento en general, es tiempo de retomar estos mismos conceptos, pero desde el 

punto de vista del derecho administrativo. 

El proceso administrativo en un sentido estricto es un juicio que se entabla ante un 

organismo jurisdiccional y que tiende a resolver un conflicto de naturaleza administrativo 

que se ha suscitado entre la Administración Pública y un particular, o entre ¡Jos entidades 

publicas. 

En un sentido amplio el proceso administrativo está constituido por la 

concatenación de una serie de actos procedimentales que comienzan con una demanda que 

es planteada ante un organismo jurisdiccional, ya sea un tribunal administrativo o judicial, 

en donde la Administración Pública puede ser parte actora o demandada, siendo notable la 

existencia de un derecho controvertido, como consecuencia de la aplicación de las leyes o 

reglamentos de índole administrativo. 

Lo anterior nos permite diferenciar el proceso y el Procedimiento Administrativo; 

en el primero existe una secuencia de actos desarrollados ante un tribunal como 

consecuencia de un conllicto administrativo y que concluyen con una sentencia, que 

declara el derecho a favor de la parte que demostró tenerlo, en cuanto al Procedimiento 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 

49 



Administrativo ,es notable diversas formalidades legales que deben ejecutarse o cumplirse 

por una autoridad administrativa para realizar un acto jur!dico definitivo. 

Nava Ne&rete realiza una distinción entre proceso y Procedimiento Administrativo 

diciendo que "el Procedimiento Administrativo y proceso administrativo, el primero es el 

cauce legal, que sigue Ja administración para la realización de su actividad o función 

administrativa, en cambio el segundo es Ja v!a legalmente prevista para canalizar las 

acciones de quienes demandan justicia ante los tribunales a fin de resolver una controversia 

administrativa, es decir, un conflicto originado por un acto o una resolución administrativa 

que se reputa ilegal."1º 

La mayor!a de la doctrina procesal distingue el proceso del procedimiento, 

afirmando que el proceso es un concepto teleológico, mientras que el procedimiento es un 

concepto de !ndole formal. El proceso tiene como objeto la protección del derecho 

subjetivo mediante la actuación del derecho objetivo y en su regulación debe tenerse en 

cuenta tanto el interés privado de los litigantes como el interés público en el mantenimiento 

en el orden jurídico. 

El proceso sirve para dar satisfacción jurídica a las pretensiones por medio de un 

órgano del Estado instituido especialmente para ello. El procedimiento es un concepto 

puramente formal, es una serie o sucesión de actos regulados por el derecho y tiene como 

fin la producción de un Acto Administrativo. 

'ºNava Negrete, Alfonso, "111 Procedimiento Administrativo", Editorial Porrúa, México, 1999, p. 236. 
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Tanto proceso como procedimiento indican una serie de actos coordinados para el 

logro de una finalidad, pero In idea del proceso está vinculada a In de una institución 

destinada a satisfacer pretensiones por un órgano imparcial y el Procedimiento 

Administrativo es el c'auce\ I~ forma de la función administrativa. 

Es evidente que en la doctrina existan diversas opiniones y criterios sobre las 

definiciones de proceso y procedimiento, pero lo que si nos queda claro es que el proceso 

administrativo es una unidad de netos que tienen por finalidad In solución de un conflicto. 

En cuanto ni Procedimiento Administrativo, éste se encuentra conformado por un 

conjunto de normas jurldicas que regulan la actividad procesal de los gobernados y de la 

autoridad, en una relación jurldicn derivada de un Acto Administrativo, cuya finalidad es, o 

la creación de un Acto Administrativo o bien su ejecución. Dicho procedimiento 

obviamente debe revestir las fornialidades que In propia constitución establece en sus 

nrtlculos 14 y 16. 
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11.5. CAl{ACTEH.ES GENERALES DEL l'H.OCEDIMIENTO ADMINISTl{ATIVO. 

"De acuerdo con la doctrina administrativa el Procedimiento Administrativo está 

obligado a regular estos elementos: la fijación del supuesto de hecho, la participación de 

una pluralidad de sujetos de órganos, la necesidad de adoptar ciertas formas de actuación y 

la participación de las personas que tienen la condición formal de partes." Respecto a lo 

anterior García de Entcría expresa que: "el procedimiento no se limita a articular entre si 

todas esas finalidades e intervenciones diversas, asegura también entre todas ellas un orden 

determinado en el cual los distintos actos deben ser cumplidos hasta concluir una 

resolución final." 11 

El Procedimiento Administrativo debe cumplir con ciertos requisitos, ya que son 

éstos requisitos los que caracterizan a todo procedimiento: a)que cada uno de los actos 

conserve su individualidad; b)que la conexión entre los actos radique en la unidad del 

efecto jurídico; y que los actos estén vinculados causal mente entre sí. 

En este orden de ideas el Procedimiento Administrativo esta regido por ciertos 

principios. El tratadista 1-lumbcrto Dclgadillo distingue entre Principios Sustanciales y 

Principios Formales. 

PRINCIPIOS SUSTANCIALES. 

1. El principio de Legalidad, es la columna vertebral de la actuación administrativa, 

está integrado por la normatividad jurídica, por la jerarquía normativa, por la igualdad 

jurídica y por la razonnlidad. 

2. El Principio de defensa o Debido Proceso, que integra al derecho de audiencia, 

comprende los derechos de ser oído, de ofrecer y desahogar pruebas, de obtener una 

resolución fundada y de impugnar esa resolución. 

11 Scrra Rojas, Andrés, Op. Cil., p. 276 TESIS CON 
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4. El Principio de Gratuidad, implica que el Procedimiento Administrativo no tenga 

ningún costo. 

PRINCIPIOS FORMALES. 

LE!. P~i11cipio de Oficialidad, consiste en que la administración debe dirigir e 

impulsar ~¡ pro~edimiento y ordenar la practica de las situaciones necesarias para el 

esclarecimiento y resolución de asuntos. 

2.El Principio de Informalidad, implica la ausencia de formalismos que compliquen 

o retrasen el procedimiento. 

3.El Principio de Eficacia, se refiere a la obtención de los mejores efectos de la 

actuación administrativa. 

En opinión del Doctor Acosta Romero el Procedimiento Administrativo tiene las 

siguientes características: 

1. Actuación de oficio. 

2. Fomm escrita. 

3. Rapidez de procedimientos y técnicas. 

4. Flexibilidad. 

5. Actuación bajo el principio de legalidad. 

6. Rapidez en las resoluciones. 

El Doctor Gabino E. Castrejón cita que el Procedimiento Administrativo contiene las 

siguientes características: 

a) Se origina por un Acto Administrativo; 

b) Cada Acto Administrativo tendrá por necesidad que tener un procedimiento, ya sea que 

se encuentre establecido en una ley o reglamento; 
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c) Seu cuul fuere el Procedimiento Administrativo aplicable al caso concreto éste deberá 

revestirse de las formalidades esenciales del procedimiento en general establecidas en 

los artlculos 14 y 16 de la Constitución General de In República; 

d) El Procedimiento Administrativo siempre tendrá como fin el obtener una resolución; 

e) Dentro del Procedimiento Administrativo se deberá de contener aquellos recursos de 

impugnación que permitan combatir la resolución que se dicte. 

Los caracteres generales que debe revestir todo. Procedimiento Administrativo serán las 

formalidades descritas e11 los artlculos 14 y 16 de nuestra Curta Magna. 
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11.6. NATUH.ALEZA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

Toda actuación del Estado se realiza a través de un procedimiento, asl que cuando el 

Estado legisla, juzga o administra lo hace a través de un procedimiento. El Procedimiento 

Administrativo será, el cauce formal, de toda función administrativa. Cuando la 

Administración Pública ejerce una actividad para realizar los fines a ella encomendados ha 

de hacerlo a través del procedimiento establecido para el efecto. 

El Procedimiento Administrativo, es por tanto, un concepto puramente formal. El 

Procedimiento Administrativo o proceso administrativo ordinario, es aquel proceso 

administrativo aplicable a toda clase de pretensiones fundadas en Derecho Administrativo 

para las que no se disponga lo contrario. 

"El proceso administrativo ordinario es un autentico proceso. En él interviene un 

órgano jurisdiccional como tal" 12
• 

El Procedimiento Administrativo permite el desarrollo legal de la acción del Poder 

Público, es decir que a través de él se pueden ejecutar las leyes administrativas. Mediante el 

Procedimiento Administrativo se asegura el efectivo cumplimiento del principio de 

legalidad. Por ello el Procedimiento Administrativo tiende al aseguramiento de los fines del 

estado, dejando a un lado todo aquello que entorpezca la Administración Pública. 

El Procedimiento Administrativo es un conjunto de trámites establecidos por la ley 

que anteceden, preparan y contribuyen a la perfección de las decisiones administrativas y se 

fundan en el orden juridico administrativo. Las leyes administrativas son leyes 

procedimentales. El sometimiento de la acción administrativa a un cauce formal se justifica 

para garantizar el interés público y para garantizar que no se vean afectados los derechos de 

los particulares. 

"González Pérez, Jesús, "l'rocedimiemo Administrativo Federal", Editorial Porrim, México, 1999, p. 17. 
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11.7. FORMAS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

Existen diversos criterios entre los estudiosos del Derecho Administrativo, en 

cuanto a las formas o tipos de Procedimientos Administrativos, es decir en cuanto a su 

clasificación. 

Algunos como el Doctor Acosta Romero consideran que los Procedimientos 

Administrativos son: 

a) Interno. 

b) Externo. 

c) Previo. 

d) De ejecución. 

e) De oficio. 

1) A petición de parte. 

PROCEDIMIENTO INTERNO. Este procedimiento se percibe en el conjunto de actos 

que realiza la Administración Pública, ·en su ámbito de gestión administrativa entre sus 

órganos, sin intervenir en la esfera jurídica de lps particulares, es decir, que se refiere a la 

creación de actos que surten sus efectos dentro del propio órgano emisor. 

PROCEDIMIENTO EXTERNO. Es aquel que afecta en mayor o menor grado la esfera 

jurídica de los particulares. Este procedimiento se realiza ante los particulares para que el 

acto surta sus efectos. 

PROCEDIMIENTO PREVIO. Son las fases necesarias para poder producir 

adecuadamente el Acto Administrativo. 

PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN. Son las etapas que han de efectuarse para que el 

acto se cumpla, ya sea de manera voluntaria o mediante el uso de la coacción. 
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PROCEDIMIENTO. DE· .OFICIO. El procedimiento de oficio es aquel que las 

autoridades llevan a.calmen c~~plimi~nto de sus obligaciones. Es decir, que la autoridad 

administrativa 'lo lleva.acabo por iñicialiva ·propia, en ejercicio de sus facultades, para el 
-... -. -· . ,- '··: ·::~t·. '~- ;' ·-~-,, º.~. ;:_:..<· . '.1": __ ,_: ·. . .. :··,- --

cum pl i mie1ito de'lás "atribuciones del órgano. 
- - >~· :-'';;:·· .:;::·,~·~.:' ~~'.";_i' " 

PROCEDÍMIENTO~';PlmCÍÓN DE PARTE. Es el procedimiento que requiere del .. -- . ,:~ ' -- . '· . . 

impulso del 'p~rticiuÍ~r para la expedición o la ejecución del Acto Administrativo. 

Otra opinión ac~rca de los tipos de Procedimiento Administrativo la da el tratadista L. 

Humberto Delgadillo, agregando a los anteriores tres tipos más de Procedimiento 

Administrativo, los cuales son: 

PROCEDIMIENTO DE OPOSICIÓN. Es aquel que inicia dentro de otro 

procedimiento, durante la fase de instrucción, como un elemento más que la administración 

se allega para resolver un asunto que conoce. 

PROCEDIMIENTO REVISOR. Este procedimiento se produce respecto de un 

procedimiento anterior y conduce a la producción de un nuevo Acto Administrativo que 

confirma, anula, o modifica el acto que revisa. 

PROCEDIMIENTO SANCIONADOR. Se produce por el ejercicio de la potestad 

sancionadora de la administración, por el incumplimiento de las obligaciones a cargo de los 

particulares o de los empleados de la propia administración. 

El jurista Andrés Scrra Rojas agrupa al Procedimiento Administrativo de la siguiente 

forma: 

l. El procedimiento de tramitación o conjunto de actos que conducen al acto 

definitivo, o sea, la decisión administrativa; 
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11. El Procedimiento Administrativo de oposición para sustanciar la preferencia del 

derecho anterior; 

lll. El Procedimiento Administrativo de ejecución o serie de actos que tienden al 

cumplimiento de los propósitos contenidos en el acto; 

IV. El procedimiento sancionador mediante el cual In administración castiga las 

violaciones legales; 

V. El procedimiento revisor cuando In administración revisa los actos de oficio o 

mediante los recursos administrativos; 

VI. Los procedimientos especiales como el que alude a la Ley de la Propiedad 

Industrial. 

Es indudable que aunque se conocen criterios distintos para determinar los tipos de 

Procedimiento Administrativo que existen, lo que si es cierto es que todo Procedimiento 

Administrativo es utilizado por la Administración Pública para efectuar el cumplimiento de 

los fines del Estado y producir el bienestar general. 
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11.8. PROCEDIMIENTO COMO GARANTÍA CONSTITUCIONAL. 

Ignacio Burgoa, citado por el Doctor Gabino E. Castrejón dice que: "las Garantías 

Individuales implican, no todo el variado sistema jurídico para la seguridad y eficacia del 

Estado de Derecho, sino lo que se ha entendido por "Derechos del Gobernado" frente al 

Poder Público." Señala que "el concepto de garantfa individual se forma mediante los 

siguientes elementos: 

1. Relaciones jurídicas de supra a subordinación entre el gobernado y el Estado y sus 

autoridades. 

2. Derecho Público Subjetivo que emana de dicha relación a favor del gobernado (objeto). 

3. Obligación correlativa a cargo del Estado y sus autoridades consistente en respetar el 

consabido derecho y en observar o cumplir las condiciones de seguridad jurídica del 

mismo (objeto). 

4. Previsión y regulación de la citada relación por la Ley Fundamental (fuente)" 

"Las garantías individuales son el reconocimiento y protección que la Ley Fundamental 

otorga a los derechos intrínsecos del ser humano como son la vida, la seguridad, la 

igualdad, etc. dicho reconocímiento y protección lo hace nuestro sistema normativo en una 

relación de supra a subordinación entre el Estado y el Gobernado"13 

Como el tema que nos ocupa es el Procedimiento Administrativo, nos enfocaremos a las 

garantías individuales que se encuentran íntimamente ligadas con él, se trata de los artículos 

14 y 16 considerados garantías de audiencia y legalidad. 

Gi\RANTfi\ DE AUDIENCIA. 

ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. "Nadie podrá ser privado de la vida, de la 

libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 

tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho." 

11 Burgoa Orihucla, Ignacio. "Las Garnntias Individualcs".J.E¡¡Jdii.l"' ¡¡,¡j¡"·'"¡L"J! l>:w;¡;~~~~~~ ..... ~1 
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En el segundo párrafo del mencionado artículo" 14 encontramos lo que se conoce como 

garantía de audiencia, dicha garantía contiene diversos elementos, los cuales son: 

A) Por lo que se refiere a los Derechos Protegidos, el precepto fundamental comprende la 

vida, la libertad, propiedades, posesiones y derechos. 

B) "En cuanto a los elementos del Derecho Constitucional de Audiencia, comprende los de 

juicio~ tribunales. previamente establecidos, y las formalidades esenciales del 

procedimiento, puesto que In disposición que exige que todos estos factores sean 

regulados de lléúcrdo · con las leyes expedidas con anterioridad al hecho, quedan 

comprencli~ós ~~ la prohibición de retroactividad, del cual no es sino un aspecto." 

. . . 
C) La cxpresión'írlbunales previamente establecidos, debe entenderse en un sentido lato, es 

decir, abarca ~ó sólo a los órganos del Poder Judicial, sino a todos aquellos que tengan 

la facultad de decidir controversias de manera imparcial, como ocurre con algunas 

autoridades administrativas. 

D) Las formalidades esenciales del procedimiento son las que debe tener todo 

procedimierito no sólo judicial, sino también administrativo, como lo señalamos 

anteriormente, para proporcionar una verdadera oportunidad de defensa a los afectados. 

GARANTfA DE LEGALIDAD. 

ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. "Nadie puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 

autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento". 

Dentro de esta garantía se reúnen tres requisitos: 

1. Que ninguna persona podrá ser molestada en su integridad corporal, en su familia, en su 

domicilio, en sus posesiones o en sus papeles; esto es, no podrá ser afectada en sus 
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intereses pnrticulnres bitio ningún concepto, nmplinda esta posible afectación n sus 

familiares, objeto primario de todos sus afüncs y actividad en la vida. 

2. Que In única excepción que permite esta regla es In existencia de un mandamiento 

escrito dictado por la autoridad competente. Ln competencia es In facultad atribuida n 

un órgano de autoridad parn llevar n cabo determinadas funciones o pnrn realizar netos 

judiciales. 

3. Que pnrn preceder a inferir a unn molestia en sentido prescrito en la nomm 

constitucioi,tal, hn de existir un procedimiento fundado y npoyndo en la ley. En otras 

palabras, cualquier autoridad sólo puede ejecutar lo permitido por una disposición legal; 

aquello que no se apoye en un principio de tal naturaleza carece de base de sustentación 

y se convierte en arbitrario. 

De manera sencilla podemos decir que el principio de legalidad se refiere a que todo lo 

actuado por la autoridad administrativa debe estar previsto o permitido en la ley, dentro de 

In competencia del órgano. 
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11.9. CARACTERÍSTICAS V lmQUISITOS ln:L PROCIWIMIENTO 

ADMINISTRATIVO. 

Las caractcrlsticns del Procedimiento Administrativo son: 

• Actuación de oficio (inquisitivo), 

Forma cscritn, 

• Rnpidez de procedimientos y técnicns, 

• Flcxibilidnd, 

• Actuación bnjo el principio de legalidad, y 

• Rapidez en !ns resoluciones. 

El procedimiento en el que intcrvcngnn los particulares debe reunir los siguientes 

requisitos: debe estar fundado y motivado, ser por escrito y que otorgue al particular la 

garantía de nudiencin. Que se rcnlicc por medio de órganos competentes, llenando las 

formalidndes que el Derecho exige para cada caso concreto, por los motivos previstos en la 

ley y en el contenido y finalidad que la ley haya designado para cada caso. 

Las carnctcrlsticns del Procedimiento Administrativo varían según las diversas 

concepciones que del mismo se tengan, así como por cuestiones de índole política. Por lo 

que se scñalnn lns siguientes características: 

a) Legalidad. Debe estar previsto o permitido en la ley, dentro de la competencia del 

órgano; 

b) Eficiencia. Que logre producir o ejecutar adecuadamente el acto; 

e) Gratuidnd. Todo trámite no será oneroso; 

d) Publicidad. Es decir, no existen los procedimientos secretos, excepto en asuntos de 

seguridnd nncional. 

e) Agilidad. Aunque en la práctica ocurre casi siempre que los trámites administrativos 

marchan con lentitud, todos los movimientos de reforma administrativa tienden n darles 

rapidez; 

.. -~--------, 
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1) Equidad. Ha de observarse el principio in dubio pro actione;. esto es, que el 

procedimiento debe tender a lograr el resultado 1~1ás fnyorable al administrativo o 

particular. 

g) Requisitos de Procedimiento. Deben estar co~ténidos eri ley o disposición reglamentaria 

y ser técnicaménte idóneos para emitir o ejecutar el a~to. 

63 



11.10. EL PIWCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y EL CONTl~NCIOSO 

ADMINISTltATIVO. 

El Procedimiento Administrativo consiste en un conjunto de actos procesales que 

tienen como objetivo el lograr un fin, el cual va siempre encaminado a In creación de un 

Acto Administrativo. 

El Procedimiento Administrativo, no necesariamente tiene que abarcar el aspecto 

contencioso, motivo por el que se tiene que distinguir entre Procedimiento Administrativo y 

Procedimiento Contencioso Administrativo. 

El Procedimiento Administrativo se encuentra regulado por In Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo que se publico en el D.O.F. el 4 de agosto de 1994, y que fue 

reformada por decretos del 19 de abril y 30 de mayo de 2000. 

La Ley Federal del Procedimiento Administrativo si logra un objetivo que es 

plantear un Procedimiento Administrativo, que contiene aquellos elementos esenciales que 

debe de reunir cualquier tipo de Procedimiento Administrativo para que durante la 

ejecución de los diferentes netos procesales se respete las garantías de los gobernados. 

En el titulo tercero de la Ley Federal del Procedimiento Federal Administrativo se 

encuentran contenidas la fornm, las partes que intervienen, los impedimentos, excusas y 

recusaciones, los términos y plazos, el acceso a documentación, las secuelas procesales del 

mismo. 

La Administración Pública dispone legalmente de Procedimientos Administrativos 

de carácter general y también cuenta con procedimientos especiales de una materia 

determinada que legalmente difiera del procedimiento general. 

El Procedimiento Contencioso Administrativo, es un procedimiento de tipo 

jurisdiccional, que implica la ali:ctación de un interés particular y en ocasiones de un 



interés público con el procedimiento de lcsividad, y es la forma o manera de actuar o de 

conducirse en juicio, ante Tribunales Administrativos o ante Tribunales Judiciales, que 

conozcan de las controversias de los particulares por un Acto de Administración que los 

agravia. 

El Contencioso Administrativo es una forma de control de los Actos 

Administrativos que constituye una revisión jurisdiccional o proceso de impugnación de los 

Actos Administrativos ineficaces. 
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11.11.PARTES O SUJETOS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Para el jurista Chiovendn "es parte el que demanda en nombre propio (o en cuyo es 

demandada) una actuación de ley." 

En el Procedimiento Administrativo aparecen sujetos que necesitan una determinada 

acción de In ley, respecto de otros sujetos que también intervienen o que son llmnados para 

que intervengan en el Procedimiento. 

Dentro de los Proce~imientos Administrativos Constitutivos, encontramos que los 

particulares pueden · intervenir en dichos procedimientos aún cuando no exista una 

controversia, en virtud de que lo que se persigue es en realidad el cumplimiento de las 

funciones administrativas, encaminadas n la satisfacción de necesidades colectivas. 

Respecto n lo anterior, podemos decir que en el Proceso Administrativo no existe 

litigio, aún cuando se trate de un procedimiento de impugnación, sino que lo que se busca 

es una actuación de la ley que tenga co~10 fin crear o ejecutar actos administrativos que 

satisfagan las necesidades colectivas y los fines del Estado. 

En los Procedimientos Administrativos Constitutivos, es la Administración Pública 

la que toma el papel, a veces, de sujeto que actúa pretendiendo la actuación de la ley; es la 

Administración la que busca la ejecución de las leyes y reglamentos vigentes, su aplicación, 

como pretensión, a aquellos a quienes están dirigidos. 

En los Procedimientos Recursivos o de impugnación, es el gobernado el que adopta 

el papel de sujeto, pretendiendo la actuación de la ley. 

Quedando entendido que en el Proceso Administrativo tanto la Administración 

Pública, como los gobernados adquieren el carácter de "partes". 
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Retomando el elemento "sujeto" del Acto Administrativo y considerando que se 

hablo con antelación de él y se dijo que el st\jcto puede clasificarse en: activo y pasivo. Es 

importante decir que el sujeto activo se refiere siempre n In autoridad administrativa, y el 

pasivo se refieren otro ente público o privado, es decir a una autoridad o n un particular. 

En sentido amplio, las partes o sujetos en el Procedimiento Administrativo son 

definidos como aquellos que participan en el mismo ya sea de manera activa o 

pasivamente. 

Ahora bien,. nos. queda perfectamente entendido que en el Procedimiento 

Administrativo pueden pa~ticipnr tanto la Ádministración como los gobernados. 

La Admiriistníéión Pública como el titular del interés público, es una parte dentro de 

Procedimiento Administrativo. 

Confonnc lo cita el Jurista Jesús Gonzálcz Pércz es necesario que la Administración 

Pública actúe mediante "personas ílsicas que integran sus órganos. Desde el punto de vista 

abstracto, el órgano se presenta como un conjunto de competencias y medios personales y 

materiales ordenados para realizar dctenninadas funciones. Desde el punto de vista 

concreto, el órgano se presenta como la persona ílsica en la que se personifica aquel 

conjunto de atribuciones, competencias y funciones que constituyen la concepción 

abstracta. Es la persona ílsica que actúa como titular de aquellas competencias 

(Administración Pública)." 
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Otros sujetos son los gobcrnndos que tnmbién han de llnmarsc intcresndos, estos son 

los particulnrcs. Los interesados en el procedimiento pueden ser activos, que son los que 
.-· : - . -··. ' 

promueven como titulares de Derecho o intereses legltim¿s, o bien pueden ser pasivos, que 

son aquellos que resultan afectados por I~ decisiónque. resulte del procedimiento. Dichos 

interesados requieren observar las siguientes circun;t~ní:ia~: 

a) Cnpacidad Jurldica, el Procedimiento Administrativo. exige .. In intervención de una 

persona fisicn o j urldica. 

b) Cnpacidad de obrnr. 

c) Legitimaci6Í1, se ha.ce necesario que los que participan dentro del procedimiento estén 

legitimados pi¡ra actuar dentro de él. 
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11.12.ACTOS EN EL l'IWCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Algunos tratadistas opinan que las fases del Procedimiento Administrativo son: 

a) INICIACIÓN. La fase de iniciación se lla111a también apertura y se presenta en dos 

formas, ya sea de oficio o a petición de parte. 

b) INSTRUCCIÓN. Es la fase en la que el órgano administrativo se allega de los 

elementos necesarios para alcanzar una determinada convicción acerca" del asunto que 

esta haciendo de su conocimiento. 

c) DECISIÓN. Esta fase se presenta con el pronunciamiento que la aut"oridnd hace de la 

convicción que tiene con los elementos que se allegó, esta debe ser expresa y por 

escrito. 

d) EFICACIA. Se realiza a través de la notificación del acto que se ha producido 

Conforme a lo que establece la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, los actos 

del Procedimiento Administrativo son: 

I. Iniciación del Procedimiento. 

2. Tramitación. 

3. Tramitación de Incidentes. 

4. Ofrecimiento y Desahogo de Pruebas. 

5. Notificaciones. 

6. Terminación del Procedimiento. 
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INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 

Ln iniciación del Procedimiento Administrativo se encuentra regulada en In Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo (LFPA). 

ARTÍCULO 14. "El Procedimiento Administrativo podrá iniciarse de oficio o a 

petición de parte interesada." 

ARTÍCULO 42. "Los escritos dirigidos a la Administración PÚBLICA Federal 

deberán presentarse directamente en sus oficinas autorizadas para tales efectos, en las 

oficinas de correos, mediante mensajería o telefax, salvo el caso del escrito inicial de 

impugnación, el cual deberá presentarse precisamente en las oficinas administrativas 

correspondientes.,." 

ARTÍCULO 44. "Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo podrá adoptar 

las medidas provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia, y en su 

caso, en In Ley Federal del Procedimiento Administrativo para asegurar la eficacia de la 

resolución que pudiera recaer, si existieren suficientes elementos de juicio para ello." 

TRAMITACIÓN. 

Conforme ni articulo 46 de la LFPA, en el despacho de expedientes se guardará y 

respetará el orden riguroso de tramitación en los asuntos de la misma naturaleza. 

~ ... ·w-•rf 

·~TESIS CON \~ 
FALLA DE OEJ~.EN .,j 

70 



ARTÍCULO 33. "Los interesados en un Procedimiento Administrativo tendrán 

derecho de conocer,: en cualquier momento, el estado de su tramitación, recabando la 

oportuna infor~~~ión · - en las oficinas correspondientes, salvo cuando contengan 

información sobre la defensa y seguridad nacional, sean relativos a materias protegidas por 

el secreto comercial o industrial, en los que el interesado no sea titular o causahabiente, o se 

trate de asuntos en que exista disposición legal que lo prohiba." 

Los artículos 13, 14, IS y IS-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 

hacen referencia a la actuación y trámites de la autoridad. 

TRAMITACIÓN DE INCIDENTES. 

Los art!culos que regulan la tramitación de los incidentes son: 47 y 48 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo. 

ARTf CULO 48. "Los incidentes se tramitarán por escrito dentro de los cinco días 

siguientes a la notificación del acto que lo motive, en el que se expresará lo que a su 

derecho conviniere as! como las pruebas que estime pertinentes fijando los puntos sobre los 

que versen; una vez desahogadas, en su caso, las pruebas que hubieren ofrecido, en el 

término que se fije y que no excederá de diez días, el órgano administrativo resolverá el 

incidente planteado." 

OFRECIMIENTO Y DESAHOGO DE PRUEBAS. 

La etapa probatoria del Procedimiento Administrativo se encuentra regulada en Jos 

artículos 49, SO, S 1, S2, S3, S4 y SS. 
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ARTÍCULO 49. "Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y 

comprobación de los hechos en virtud de que los cuales deba pronunciarse resolución, se 

rcalizurán de oficio por el órgano que se trmnite el procedimiento." 

ARTICULO 50, "En los procedimientos administrativos se admitirán toda clase de 

pruebas, excepto la confesional de las autoridades. No se considerará comprendida en esta 

prohibición la petición de informes a las autoridades administrativas, respecto de hechos 

que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos. 

La autoridad para allegarse de Jos medios de prueba que considere necesarios, sin más 

limitación que las establecidas en la ley ... " 

ARTICULO 51. "El desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas se realizará 

dentro de un plazo no menor a tres ni mayor de quince dias, contando a partir de su 

admisión .... " 

NOTIFICACIONES. 

La institución de notificaciones se encuentra regulada en los artículos 35, 36, 37, 38 

y 39, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

ARTÍCULO 35. "Las notificaciones, citatorios, emplazamientos, requerimientos, 

solicitud de informes o documentos y las resoluciones administrativas definitivas podrán 

realizarse: 

l. Personalmente con quien deba entenderse la diligencia, en el domicilio del 

interesado; 

II. Mediante oficio entregado por mensajero o correo certificado, con acuse de recibo. 

También podrá realizarse mediante telefax, medios de comunicación electrónica o 

cualquier otro medio, cuando así lo haya aceptado expresamente el promovente y 

siempre que pueda comprobarse fchacíentemcntc la recepción de los mismos, y 

72 



11 l. Por edicto, cuando se desconozca el domicilio del interesado o de que la persona a 

quien deba notificarse haya desaparecido, se ignore su domicilio o se encuentre en 

el extranjero sin haber dejado representante legal ... " 

TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 

Los·artlc1Jl~s 57, 58, 59, 60 y 61 señalan las formas en que un Procedimiento 

Administrativo p~~d~ tenninar. 

ARTICULO 57,u¡>~~en fin al Procedimiento Administrativo: 

l. La re~olución del mismo; 

11. El desistimiento; 

111. La renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 

prohibida por el ordenamiento juridico; 

IV. La declaración de caducidad; 

V. La imposibilidad material de continuarlo de causas sobrevenidas, y 

VI. El convenio de las partes, siempre y cuando no sea contrario al ordenamiento 

jurídico ni verse sobre materias que no sean susceptibles de transacción, y tengan 

por objeto satisfacer el interés público, con el alcance, efectos y régimen jurídico 

especifico en que cada caso prevea la disposición que lo regula." 
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CAPÍTULO TEl{CElto. 

EXl'l{Ol'IACIÓN. 

111.1 LA NACIONALIZACIÓN Y LA EXPROPIACIÓN. 

En algunas ocasiones se ha llegado a utilizar indistintamente los conceptos de 

nacionalización y de expropiación para designar un mismo acto del Estado, aunque es clara 

la diferencia que hay entre una figura y otra. La nacionalización en palabras del Jurista 

Miguel Galindo Camacho es "el acto jurídico de carácter administrativo, por medio del cual 

el Estado incorpora a su patrimonio bienes de los particulares, o reincorpora al mismo el 

uso, explotación y aprovechamiento de bienes de dominio directo de la Nación o servicios 

públicos de importancia para el desarrollo económico." 

La nacionalización es el acto de potestad soberana por medio del cual el Estado 

recobra una actividad económica que había estado sujeta a la acción de los particulares. 

Por medio de la nacionalización el Estado no adquiere bienes, sino que reserva una 

actividad a sus gobernados o se reserva para sí determinado renglón de sus recursos, es el 

caso de PEMEX y de la Compañía de Luz, que están confinados exclusivamente a 

mexicanos. 

El Doctor Miguel Acosta Romero entiende a la nacionalización en dos sentidos: 

A. "Desde el punto de vista político-económico, la nacionalización puede significar: 1) que 

una dctcnninada actividad sólo pueda ser desarrollada por ciudadanos nacionales de un 

país, y 2) que se reserve exclusivamente al Estado, ya sea la explotación de 

determinados bienes, o el desarrollo de actividades que se consideren de interés 

público." 

B. En este punto el Doctor Acosta Romero asemeja a la nacionalización con la 

expropiación, ya que considera como expropiación la nacionalización que se hizo en 
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Mé1dco en 1855 de los bienes eclesiásticos con la Ley de Nacionalización de Bienes 

Eclesiásticos. 

Sobre lo anterior se puede decir que la figura de nacionalización en México se ha 

utilizado sólo en algúnas ocasiones, dicha figura apareció por primera vez en nuestro pals 

con la Leyes de R~forma, que se iniciaron e1i l 8S5; con la Ley Juárez (1855) y la Ley 

Lerdo (1856) y cu.lmino con la Ley de. Nacion¡¡lización de Bienes Eclesiásticos ( 1859). 

Con todo lo abordado queda claro que la figura de nacionalización no puede ni debe 

confundirse con la de expropiación, ya que la nacionalización obedece a propósitos y 

finalidades diferentes, a través de ella el Estado reincorpora a su patrimonio el uso, la 

explotación y aprovechamiento que algún particular tenla en concesión, es decir que con 

esta figura el Estado no esta adquiriendo bienes sino que esta recuperando cierta actividad 

que habfa conccsionado. Con la nacionalización el Estado priva de sus bienes o empresas a 

los particulares, nacionales o extranjeros, para que se manejen por el gobierno con fines 

colectivos, es decir que la caractcristica fundamental de la nacionalización es que la misma 

surge como instrumento de defensa de los intereses de la colectividad nacional. 

Mientras que en la expropiación lo que el Estado busca es adquirir un bien, mueble, 

inmueble o incluso derechos de autor, para satisfacer una necesidad pública y mediante 

indemnización, es decir que en tanto en la nacionalización el Estado recupera una actividad, 

un bien, una empresa o un servicio público que ya era de él pero que había concesionado, 

en la expropiación el Estado adquiere un determinado bien que pertenece a algún particular 

basándose en una causa de utilidad pública y cubriendo la indemnización correspondiente a 

los perjuicios que puede causar con ese acto administrativo. 

Cabe hacer notar que la figura de la nacionalización ya no existe, actualmente, sino que 

únicamente tiene una referencia tanto histórica como doctrinaria. Ello como consecuencia 

de que la nacionalización como tal no tiene fundamento legal alguno. 
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111.2 CONCEPTO DE EXPH.OPIACIÓN 

Etimológicamente expropiación viene del lat!n appropiato de ad y proriato, que 

significa el neto de apoderarse de una cosa, y del lnt!n ex propriato que significa la pérdida 

o privación del dominio. 

El Diccionario de la Lengua Espailoln dice que expropiar" es desposeer a uno de su 

propiedad en forma legal y por motivos de utilidad pública." 

El Doctor. Miguel Acosta Romero define a la expropiación de In siguiente manera: 

"La expropiación por causa de utilidad pública es un acto jurídico de Derecho público, por 

medio del cual el Estado impone al particular la transferencia de propiedad de detem1inados 

bienes, cuando los mismos son necesarios para la realización de In actividad del Estado y 

existe una causa de utilidad pública que ns! lo requiera, siempre que se cubra al particular 

una indemnización por cnusa de esa transferencia. Es un acto de Derecho público, derivado 

de In soberanfa del Estado, In compensación puede ser previa, concomitante o posterior." 1 

El Jurista Burgon menciona que "el acto expropiatorio consiste en la supresión de 

los derechos de uso, disfrute y disposición de un bien decretado por el Estado, el cual lo 

adqÚiere. Toda expropiación, para que sea constitucional requiere que tenga como causa 

final In utilidad públicn"2 

La figura de la expropiación tiene un sinnúmero de definiciones, las cuales 

indudablemente son semejantes entre si, algunos tratadistas In manejan como acto 

administrativo, otros como un modo de adquirir bienes que tiene el Estado dentro del 

1 Acostn Romero, Miguel. "Derecho Administrativo Especial." Editorial l'orrim, México, 2001, p. 598. 
2 llurgoa Orihuela, Ignacio. "Las Garanllas Individuales'', Editorial l'orr(m, México, 2001, p. 470. 
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derecho público, se sobreentiende que efectivamente se trata tnnto de un ucto 

administrativo como de un modo de adquirir bienes. 

La expropiación es un acto unilateral de la administración pública pura adquirir 

bienes de los particulares, siempre y cuando se justifique con unn causa de utilidad pública 

y se haga mediante indemnización. Se dice que es un acto unilateral en razón de que no se 

requiere el consentimiento de particular afectado para poder llevar a cabo una expropiación, 

pero tomando en cuenta que un acto discrecional de ese tipo no puede ni debe jamás caer en 

la arbitrariedad. 

El tratadista Andrés Serra Rojas la define as!: "la expropiación es un procedimiento 

administrativo de Derecho público, en virtud del cual el Estado unilateralmente y en 

ejercicio de su soberanía, procede legalmente en fomm concreta, en contra de un 

propietario o poseedor para la adquisición forzada o traspaso de un bien, por causa de 

utilidad pública y mediante indcmnizaciónjusta."3 

La expropiación constituye una medida de carácter individual y concreto que 

concentra sus efectos sobre un bien especifico y que por su naturaleza sacrifica los intereses 

particulares en función de la protección de los intereses públicos, la expropiación como 

actividad que da origen a un sacrificio particular hace surgir la responsabilidad 

indemnizatoriu del Estado. Esto quiere decir que toda expropiación implica la transmisión 

de los derechos sobre un bien concreto mediante la intervención del Estado para satisfacer 

una necesidad pública. 

La naturaleza jurídica de la expropiación es que dicho acto administrativo se reviste 

como decreto, cuyo objeto es la adquisición de la propiedad de los bienes de particulares 

justificándose mediante una causa de utilidad pública e indemnizando al particular 

afectado. 

' Scrra Rojas Andrés, "Derecho Administrativo'', Editorial Porrúa, México 2000., n. 431 
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Los efectos jurídicos que produce la expropiación es que supone la sustitución del 

dominio .del bien por el goce de la indemnización correspondiente, es decir, que implica la 

transmisión de los derechos sobre un bien concreto mediante la intervención del Estado. 

Conforme a lo que dice el Doctor Migue.1 Acosta Romero, "se han esbozado tres teor!as 

acerca de la expropiación": 

a) Teoría del Derecho Privado. La cual "califica a la expropiación como una compraventa 

forzosa", en virtud de que antiguamente solo se conceb!a la transmisión de la 

propiedad mediante las figuras del Derecho Civil. Actualmente esta teoría ya ha sido 

superada. 

b) Teoría del Derecho Mixto. "Esta tesis estima que la primera parte del proceso 

expropiatorio (calificación de utilidad pública), corresponde al Derecho Público, 

contemplándose en la segunda etapa el interés privado y la medida del resarcimiento, 

que regula el Derecho Civil". Dicha tesis tampoco puede ser aceptada. 

e) Teoría del Derecho Público. "Considera que la expropiación tiene un carácter 

esencialmente publicista, que no tiene que estar ligado con el Derecho Privado en 

cuanto a las formas de transferencia de su propiedad y su contenido, ni a las 

particularidades de la obligación por el pago por las siguientes razones": 

1. "La expropiación proviene de un acto soberano del Estado; 

2. El Estado no contrata con el afectado, lo somete a su imperio; 

3. La causa de utilidad pública está prevista en una ley emanada del Poder Legislativo 

y, es de Derecho Público; y 

4. La indemnización es un derecho público subjetivo del expropiado, pero no como 

precio, sino como compensación por la pérdida de su bicn".4 Esta teoría es la que 

actualmente se acepta, ya que es la que se encuentra más apegada a la realidad. 

Lo que es completamente acertado es lo dicho por el maestro Burgoa en el estudio 

constitucional que realizo acerca de la figura de expropiación; él menciona que "la 

expropiación por causa de utilidad pública exige el cumplimiento o existencia de dos 

elementos o condiciones: a) que haya una necesidad pública; y b) que el bien que se 

'Acostn l\omcro, Miguel. "Derecho Administrativo Esnecial.", Op. Cit., p. 599. 
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pretende expropiar sen susceptible de producir In satisfacción de esa necesidad 

extinguiéndola". 
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111.3. MARCO LEGAL. 

Ln bnse constitucional de la expropiación la encontramos en el segundo párrafo del 

Articulo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual a la letra 

dice: 

"Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante 

indemnización." 

La Fracción VI, párrafo segundo del citado articulo también nos habla acerca de la 

expropiación: 

"Las leyes de la federación y de los Estados en sus respectivas jurisdicciones 

dctem1inarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad privada, 

y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la declaración 

correspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se basará 

en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o 

recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el propietario o simplemente 

aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con esta base. El 

exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o 

deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, será lo 

único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y resolución judicial. Esto mismo se 

observará cuando se trate de objetos cuyo valor no este fijado en las oficinas rentísticas." 

Es entonces la propia Constitución, la que nos señala las caracteristicas que debe 

tener una expropiación para que ésta sea hecha confom1c a derecho y bajo lineamientos 

legales, es decir que es preciso que toda expropiación se realice: a) por una causa de 

utilidad pública; b) que medie indemnización; c) que el Congreso de la Unión expida las 

Leyes de Expropiación, que el Presidente de la República. gobernadores de los Estados, 

Presidentes Municipales, Jefe del Gobierno del Distrito Federal, hagan la declaratoria de 

80 



expropiación; y d) que parámetros se utilizan para determinar el monto de la 

indemnización. 

La legislación positiva que regl~menta el· ¡\rtlculo 27 Constitucional párrafo 

segundo, es la Ley de Expropiación (publicada en e.1 Diario Oficial de la Federación en 

focha 22 de diciembre de 1993 y reformada el 4 de diciembre de 1997). 

La Ley de Expropiación como ley complementaria del segundo párrafo del articulo 

27 es la base legal de toda expropiación, ya que señala con precisión todos los requisitos 

que deben cubrirse para poder expropiar un bien. Señala primeramente en un listado las 

causas de utilidad pública que pueden dar origen a una expropiación; determina como 

facultad exclusiva del Ejecutivo (en este caso, Federal) hacer la declaratoria de 

expropiación, mediante decreto, señala la obligación de realizar un expediente 

administrativo en donde se contenga todos los pormenores de la expropiación, señala los 

parámetros de la indemnización y obviamente abarca los medios de defensa con los que 

cuenta el afectado para poder recurrir la declaratoria correspondiente. 

La expropiación es una figura jurldica que encuentra sus bases legales tanto en la 

Carta Magna como en la Ley Reglamentaria respectiva. 
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111.4. ELEMENTOS l>E LA EXPROPIACIÓN. 

Los elementos de In expropiación son; 

1. El fin que determina la expropiación. 

2. Los sujetos que fommn parte del procedimiento expropintorio. 

3. El bien objeto de la expropiación. 

4. La indemnización, y 

S. El procedimiento expropiatorio. 

EL FIN QUE DETERMINA LA EXPROPIACIÓN. 

Pri~ern11íe.nt~ debe ,quedar claro que el objeto de la expropiación es In adquisición 

de la propiedad de: bienes de particulares que hnce el Estado para satisfacer una necesidad 

pública, por lo que el fin que determina y justifica In expropiación es la utilidad pública 

como tnl. 

Es necesario que la utilidad pública se determine en cada caso concreto, ya que 

dicha utilidad esta sujeta a diferentes requisitos y condiciones que la autoridad 

administrativa debe colmar antes de la expedición del decreto respectivo, aunque cabe decir 

que esa utilidad pública debe ser concreta, específica y objetiva, es decir que en nuestro 

país es competencia del Poder Legislativo dclenninar la utilidad pública para que después 

de que esté determinada, el Ejecutivo (Federal) expida la declaratoria correspondiente 

mediante el Decreto Expropiatorio. 

LOS SUJETOS DEL PROCEDIMIENTO EXPROPIA TORIO FEDERAL. 

Los sujetos que intervienen en la relación cxprpropiatoria son: 

1. Sujeto expropiantc, que para algunos autores es sujeto activo; 

2. Sujeto expropiado, que para algunos autores es sujeto pasivo; y 

3. Beneficiario, que algunos autores no lo consideran como sujeto de la expropiación. 
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EL SUJETO EXPROPIANTE O ACTIVO. Siempre es el Estado, que se manifiesta a 

través de In Fed,eración, de las Entidades Federativas y del Distrito Federal. Asf como lo 

especifican los Articulas 2 y 3 de la Ley de Expropiación, los cual.es mnnifi¿stnn que el 

órgano legislativo, ya sen de la Federación o d.e. l~~ E~ta9os; .s~ñalará las causas ~e utilidad 

pública tramitando el expedie~te expropiaiorio y ~cñalando también que es facultad 

exclusiva del Ejecutivo {Federal)~~1ltir el dec~cto ~omis~ondiente. 
. . -.' .' . ', . . ·., . ' ' . : -~ . . . . 

EL SUJETO EXPR~PIAÓO O PASIVO. E~ el sujeto que se ve direcinmente afectado . - . ·.. . 
por el nctó de expropiación, es el propietario del bien materia de la expropiación 

Son las personas flsicas o morales titulares del bien expropiado, los cuales pueden ser 

capaces o incapaces e incluso puede darse el caso de que se ignore su nombre o el 

domicilio donde pueda ser notificado. 

EL BENEFICIARIO DE LA EXPROPIACIÓN. Algunos autores no consideran que 

exista un sujeto beneficiario ya que dicho sujeto puede ser la propia Federación, los 

Estados, municipios, el Distrito Federal, una empresa de participación estatal o incluso 

particulares a quienes se les haya otorgado alguna concesión. 

EL BIEN OBJETO DE LA EXPROPIACIÓN. 

En principio de cuentas es necesario indicar que los bienes que serán objeto de una 

expropiación deben ser bienes propiedad de particulares, en virtud de que no es lógico 

expropiar· bienes que sean de dominio público, en cuanto a que el Estado no puede 

expropiarse bienes a sí mismo. 

Todos los bienes propiedad de los particulares son susceptibles de ser objeto de la 

expropiación, ya se trate de bienes muebles, inmuebles e incluso bienes de incorpóreos 

como lo son los Derechos de Autor. 

Como se dijo en el párrafo anterior todos los bienes pueden ser susceptibles de ser 

expropiados, excepto el dinero ya que como dice el Doctor Acosta Romero "no puede 
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expropiarse el dinero, porque seria ilógico expropiar dinero para indemnizar con dinero."5 

J\I respecto se puede decir que por razones obvias el dinero no puede ser objeto de 

expropiación, en vista de que si el bien expropiado debe ser pagado con dinero, entonces 

carecería de .sentido lógico expropiar dinero para pagar con dinero. 

LJ\ INDEMNIZACIÓN. 

Sobre 1.a flgúra de indemnización se hablará en detalle más adelante, por lo que sólo 

diré que para llevar acabo una expropiación el Estado tiene la obligación de pagar la 

indemnización . respectiva como lo establece el párrafo segundo del artículo 27 

constitucional, misma indemnización que para el Estado constituye una obligación para el 

sujeto que se verá afectado por una expropiación constituye una garantía. 

EL PROCEDIMIENTO EXPROPIA TORIO. 

Dicho procedimiento será abordado en el capítulo siguiente. 

'Acostn Romero, Miguel. "Derecho Administrativo Especial.", tdem. P. 606 
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111.5. UTILIDAD PÚHLICA. 

Ln utilidad pública es Ja piedra angular en In que se sostiene la expropiación. El jurista 

Andrés Serra Roja citado por Miguel Galindo dice: "La utilidad pública consiste en el 

derecho que tiene el Estado para satisfacer una necesidad colectiva. El sistema legal para 

determinar las causas de utilidad pública se reduce a Jos siguientes grupos: 

a) "Las causas que In constitución señala como de utilidad pública, es decir, causas que 

corresponde al Estado satisfacer." 

b) Las causas que las leyes de expropiación, tanto de la Federación como locales, señalan 

como de utilidad pública. El legislador tiene una amplia facultad para señalar las causas 

de utilidad pública con las limitaciones constitucionales."6 

La utilidad es la cualidad que atribuimos a las cosas de satisfacer nuestras necesidades, 

por lo que, para que haya utilidad pública se necesita de los siguientes elementos: 

1. "Una necesidad pública que debe ser satisfecha, 

2. "Un objeto considerado como capaz de satisfacer esa necesidad, y 

3. "El posible destino en concreto del objeto a la satisfacción de la necesidad." 

"La expropiación, desde éste punto de vista, es un medio por el que el Estado adquiere un 

satisfactor determinado para aplicarlo a la satisfacción de una necesidad pública", 

entendiendo como necesidad pública "un estado general de desagrado, un malestar, que 

desaparece aplicando a ella el satisfactor correspondiente, que lo mismo puede ser un bien 

material, que un bien inmaterial, hay utilidad pública en todo aquello con que pueda 

satisfacerse una necesidad pública" 

La Ley de Expropiación vigente en su Articulo primero enumera las causas de 

utilidad pública, pero en si no da una definición precisa de lo que es utilidad pública. 

6 Gnlindo Cnmncho, Miguel "Derecho Administrativo", Editorial l'orrún, México, 2000., p. 75. 
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Puede entenderse que habrá utilidad pública cuando un bien propiedad de un 

particular, es considerado por el poder público, de primordial importancia para protegerlo o 

proporcionarlo, esto es, que los bienes son de utilidad pública en cuanto están destinados a 

satisfacer una necesidad pública, independientemente de quien sea el titular de esos bienes, 

lo importante es que ellos satisfagan la necesidad correspondiente y es entonces cuando 

dicho satis factor toma la cualidad de utilidad pública. 

El jurista Burgoa considera que "hay utilidad pública cuando el bien sntisfactor 

colma una necesidad preexistente, para cuyo efecto se requiere que entre aquél y éste hayn 

una adecuación o idoneidad." Y sigue diciendo que "constitucionalmente la expropiación 

por causa de utilidad pública exige el cumplimiento o existencia de dos elementos o 

condiciones: a) que hayn necesidad pública; y b) que el bien que se pretende expropiar sea 

susceptible de producir la necesidad extinguiendola."7 

Para algunos tratadistas el concepto de utilidad pública es eminentemente 

económico y tiene como supuesto una necesidad pública, esta idea puede ser asimilada con 

la idea de interés social. "El interés social se manifiesta en diferentes hipótesis: la primera 

hipótesis de interés social estriba en el designio de satisfacer cualquier necesidad que 

padezca la comunidad; en otra hipótesis, dicho interés se revela en la evitación de todo 

daño que experimente o pueda sufrir inminentemente la colectividad, en la tercera hipótesis 

el interés social se manifiesta en la procuración de un bienestar para la comunidad."8 En 

cualquiera de estas hipótesis puede operar la utilidad pública, ya que el citado concepto es 

equivalente al de interés social. 

En efecto, para que se pueda expropiar por causa de utilidad pública es 

estrictamente necesario que primero exista una causa de utilidad pública, segundo que el 

bien objeto de In expropiación sen idóneo para satisfacer la necesidad preexistente y que la 

autoridad competente demuestre esa idoneidad. 

7 Burgoa Orihuela, Ignacio. "Las Garantlas Individuales", Op. Cit., p. 470. 
'Castrejón Garcfa Gabino. "Derecho Administrativo Mexicano" Tomo 11, Cárdenas Editor Distribuidor, 
México 2000, p. 62. 
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111.6. CRITERIOS DE LA UTILIDAD PÚHLICA. 

Ln Suprema Corte de Justicia de la Nación ni respecto de In utilidad pública emite 

diversos criterios entre los que podemos observar los siguientes: 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Página 257 

EXPROPIACION, CAUSA DE UTILIDAD PUBLICA DEBE DEMOSTRARSE 

EN EL DECRETO DE. Si bien In expropiación de bienes de particulares procede en 

ténninos del articulo 27 constitucional en concordancia con la Ley Federal de Expropiación 

o en su caso con las leyes respectivas de las entidades federativas, cuando existe una causa 

de utilidad pública y mediante indemnización, sin embargo no es suficiente con que la 

autoridad administrativa invoque la utilidad pública para que ésta quede demostrada, sino 

que es indispensable que en el expediente de expropiación se rindan o recaben pruebas que 

justifiquen tal utilidad para que de esa manera se satisfaga la condición indispensable que 

hace procedente la afectación de la propiedad privada. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Página 179 

EXPROPIACION. PARA QUE SE DECRETE, ES NECESARIO QUE EL BIEN 

RESPECTIVO SEA IDONEO PARA SATISFACER LA CAUSA DE UTILIDAD 

PUBLICA DE QUE SE TRATE. De conformidad con el artículo 3o. de la Ley de 

Expropiación "EL Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de Estado, 

Departamento Administrativo o Gobierno de los Territorios correspondientes, tramitará el 

expediente de expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio, y en su 

caso hará In declaratoria respectiva''. Es así que en la expropiación de un bien de propiedad 

particular, no basta con que exista una causa de utilidad pública, sino que es necesario 

además, que el bien cuya expropiación se pretende sea el idóneo para satisfacer la causa de 

utilidad pública respectiva, siendo que la idoneidad del bien en cuestión únicamente puede 

determinarse mediante la tramitación e integración del expediente de expropiación a que 
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alude la disposición legal en consulta, y sólo as! se justifica In necesidad de que se prive a 

una persona de los bienes de su propiedad, para que sean destinados n la satisfacción del 

interés social. La exigencia de dicho requisito constituye, a su vez, una garantla de 

seguridad jurídica para el gobernado, cuya finalidad es evitar que ante In sola invocación de 

causa de utilidad pública, las autoridades expropien en forma arbitraria cualquier bien de 

propiedad particular, aun cuando el mismo no sea el apropiado para satisfacer el interés 

colectivo implícito en la causa detenninante de la expropiación; en tal virtud la ausencia del 

mencionado expediente administrativo de expropiación provoca la ilegalidad del acto 

expropiatorio. pues· al no demostrarse la necesidad de disponer precisamente del bien 

expropiado, consecuentemente no puede considerarse que dicho acto se encuentre 

debidamente fundado y motivado como lo exige el artículo 16 constitucional. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Página 258 

EXPROPIACION, DEBE DEMOSTRARSE EN EL EXPEDIENTE PREVIO A LA 

DECLARACION DE, LA CAUSA DE UTILIDAD PUBLICA Y DE INTERES SOCIAL. 

Cuando se lleva a cabo la expropiación de un inmueble determinado, la autoridad 

responsable debe demostrar en el expediente que se integra previamente a la declaración 

expropiatoria, la causa de utilidad pública y de interés social y el porqué dicho inmueble 

servirá para esos fines, mas no justificar tales extremos, en el procedimiento seguido para 

resolver el recurso de revocación que prevé la ley de la materia, ni tampoco en el decreto 

expropiatorio, pues para que éste pueda existir es necesario que primero se realicen los 

estudios relativos, encaminados a determinar que el predio de que se trata sirve para 

cumplir con el motivo de utilidad pública y sólo con esa justificación previa será legal la 

expropiación. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Página 259 
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EXPROPIACION, ESTA SUJETA A QUE EXISTA UN CASO DE UTILIDAD 

PUBLICA. La garantla de seguridad jurldica de las personas, exige la intervención y 

tramitación del expediente administrativo de expropiación, en cumplimiento a lo ordenado 

por el articulo tercero de In ley de In materia, en donde se prueba que el bien ralz afectado 

es el indispensable para la satisfacción del interés social, con los estudios técnicos, 

proyectos, planos y demás elementos que cada caso requiera. La falta de dicho expediente 

produce la ilegalidad del acto cxpropiatorio, por ausencia de motivos y fundamentos, 

puesto que al no estar demostrada la necesidad de ocupar por esta vla la propiedad privada, 

en modo alguno puede decirse que existe una causa de utilidad pública. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 
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111.7. FORMAS DE Dln'ERMINAI{ LA UTILIDAD PÚBLICA. 

Primero es necesario enfatizar que "toda causa de utilidad pública debe ser concreta 

y especifica y operar o registrarse en la realidad, en otras palabras dicha utilidad debe ser 

objetiva trascendente o real y no meramente subjetiva, o sea que sólo se afirme por la 

autoridad expropiadora sin que esté justificada realmente. Ninguna causa de utilidad 

pública puede inventarse. Su invocación debe estar demostrada en la situación concreta en 

que se pretende que se operc"9 

En nuestro país es facultad exclusiva del Poder Legislativo determinar la utilidad 

pública, ya que es estrictamente necesaria la existencia de una ley que dctcrn1inc los casos 

en que haya utilidad pública. 

Continuando con lo anterior la causa de utilidad pública sólo puede establecerse a 

través de una ley, por lo que su detcnninación no queda al arbitrio de la autoridad 

administrativa competente, sin embargo, si le corresponde a ella probar su existencia y la 

necesidad del Estado de utilizar en beneficio de la colectividad un bien propiedad de algún 

particular, pues no basta la simple afirmación o declaración de la autoridad. 

La utilidad pública tendrá que ser determinada a través del expediente expropiatorio, 

el cual debe llevar contenidos una serie de requisitos que permitan a la autoridad determinar 

que el bien en cuestión es indispensable para satisfacer la necesidad pública que origina la 

expropiación, por sus características o cualidades. 

La Ley de la materia señala en su artículo 3, que corresponde a la autoridad 

administrativa, es decir, a la Secretaria de Estado o al Gobierno del Distrito Federal, según 

corresponda la tramitación del expediente administrativo que determine y actualice la causa 

de utilidad pública y además que será el propio Ejecutivo Federal quien se encargue de 

hacer la declaratoria de expropiación formalizándola a través del Decreto Expropiatorio. 

• Scrra Rojas Andrés, Op. Cit., P. 474. 
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111.8. INDEMNIZACIÓN. 

En materia de expropiación In indemnización y su pago constituyen una garantía 

individual. 

"Indemnización es el neto cuya obligación recae en un tercero, consistente en dejar 

sin daño ni sujeto, ya sea en su patrimonio o en su esfera de Derechos Subjetivos, por lo 

que puéde entenderse como un resarcimiento o compensación."to 

Al· llevar a cabo una expropiación el Estado tiene la obligación de proveer ni 

particular de una indemnización, conforme a lo establecido en el párrafo segundo del 

Articulo 27 constitucional. La figura de indemnización para algunos juristas es conocida 

también como justo precio e incluso algunos piensan que el justo precio es el valor real del 

bien expropiado y otros sostienen que es aquel que paga el Estado basándose en la Ley. 

Como ha quedado establecido en anteriores renglones la expropiación es un acto 

unilateral del Estado, que ofrece una garantía para el particular afectado, dicha garantía 

consiste en otorgarle una contraprestación, mejor conocida como indemnización. 

Entendamos entonces a la indemnización como la forma que tiene el Estado de resarcir el 

daño que provoca con una expropiación. 

La finalidad de que la indemnización sea requisito sine qua non del neto 

expropiatorio es para que Constitucionalmente todo particular se encuentre protegido de 

cualquier posible abuso de autoridad, estableciéndose que sólo puede ser hecho mediante 

indemnización. 

'º"Derechos del Pueblo Mexicano.", H. Cámara de Diputados LV Legislatura, México, 1998, p. 250. 

9t 



Al ser la indemnización una forma de resarcir el daño que se le ha causado al 

particular, en· mat.eria. de expropiación debe ser cubierta en dinero; es decir, que será la 

cantidad' que reciba en dinero el particular afectado. 

La indemnización es el pilar que sostiene el acto administrativo.de expropiación, tan 

es así que constituye la mejor forma de evitar que se abuse del.derecho de expropiación, en 

virtud de ser un mandato Constitucional que sirve como protección para el expropiado por 

medio del cual se resarce el daño que se le causa al particular. 

Acerca del momento en que debe ser pagada la indemnización existen diversas 

controversias ya que aunque la constitución no señala el momento en que ha de pagarse, la 

Ley de Expropiación estipula que tal indemnización debe pagarse dentro del término de un 

año contado a partir de la declaratoria de expropiación. 

La controversia nace, en virtud de que en la Constitución de 1857 en su articulo 27 

decía a la letra: "La propiedad de las personas no puede ser ocupada sin su consentimiento, 

sino por causa de utilidad pública y previa indemnización", derivado de este artículo han 

surgido opiniones encontradas de diversos tratadistas, los cuales han adoptado un sin 

número de posturas acerca del momento en que ha de hacerse el pago. 

Nuestra Ley Fundamental actualmente señala "Las expropiaciones sólo podrán 

hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización." 

Algunos sostienen que el pago de la indemnización debe realizarse previo el acto 

expropiatorío fundamentando su posición en lo dispuesto por la Constitución de 1857, en 

donde expresamente se señalaba que la ya citada indemnización debía ser previa a dicho 

acto y argumentando que aunque en la actual Carta Magna se señale el término "mediante"; 

no deja de entenderse que ésta ha de hacerse de manera previa; otros han optado por pensar 

que la palabra "mediante indemnización" presupone una simultaneidad entre el acto 

expropiatorio y la multicitada indemnización. es decir que debe indemnizarse al momento 
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en que se mnterinlice In expropiación; por último los que aseveran que el pago puede ser 

efectuado de una 111nnera posterior n la expropiación. 

Aunque In Constitución no señale el momento preciso en el que ha de efectuarse el 

pago de In indemnización, lo que debe quedar perfectamente claro es que In palabra 

"mediante" nos deja entender que la indemnización debe mediar pnrn que el acto 

expropintorio no sen violntorio de garantías, es decir que siendo In indemnización la 

contraprestación que se le otorga ni particular afectado, ésta debe ser cumplimentada no 

importa que sea de manera previa, simultánea o posterior ni acto expropiatorio, siempre y 

cuando tal indemnización se pague dentro del término de un nño contado n partir de la 

declaratoria de expropiación, como lo señala el Artículo 20 de la Ley de Expropiación. 
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CAPÍTULO CUARTO. 

PROCEDIMIENTO EXPROPIATOIUO FEDERAL. 

El procedimiento administrativo de expropiación, es un procedimiento que se inicia 

sin fominlidades de procedimiento estrictas, a excepción de las relativas n la publicidad, 

incluso sin previa audiencia del interesado, pero aun cuando no reviste formalidad alguna, 

los requisitos que comprende son derechos que tienen los particulares expropiados. 

El procedimiento expropiatorio federal tiene como característica particular que 

dentro de él no rige la garant!a de previa audiencia, ya que se trata de un acto unilateral del 

Estado y que ni la Constitución la prevfone ni la propia Ley Reglamentaria. 

El procedimiento expropiatorio federal es un procedimiento destinado a comprobar 

la causa de utilidad pública que fundará el Decreto Expropiatorio. 

Cabe mencionar que el procedimiento expropiatorio federal se puede iniciar de 

oficio o bien a peticíón de parte, esto último para el caso de que algunas leyes especiales 

establezcan la posibilidad de que los beneficiarios solicitarán la expropiación, en ambos 

casos será necesario establecer el bien que será sujeto a la expropiación y realizar los 

estudios que determinen que efectivamente el bien objeto de la expropiación es el adecuado 

para la satisfacción de la utilidad pública. 

Algunos juristas han llegado a la conclusión de que el procedimiento expropiatorio se 

divide de la siguiente manera: 

a) Expedición del decreto o ley. 

b) Iniciación del procedimiento. 

c) Declaratoria de expropiación. 
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IV.I. DECLARATORIA DE EXPROPIACIÓN. 

( DECIUffO EXPROPIATOIUO) 

Una vez, que se ha fundado y motivado la expropiación, el procedimiento 

cxpropiatorio fede~al se inicia con la Declaratoria de expropiación o Decreto EKpropiatorio, 

hecho por el Ejecutivo Federal, es decir por el Presidente de la República, mismo decreto 

que será publicado ene) Diario Oficial de la Federación. 

La declaratoria ·de eKpropiación es aquella que debe ser pronunciada por el 

Ejecutivo Federal una vez que se ha definido perfectamente la causa de utilidad pública y 

una vez que se ha fijado el pago de la indemnización correspondiente. La declaratoria de 

expropiación a la que se refiere la Constitución en su articulo 27, es la expropiación 

propiamente dicha, en virtud de ser el acto de autoridad por el cual se transmite la 

propiedad del expropiado a favor de la persona en cuyo favor se haga la expropiación No es 

necesario que la declaratoria satisfaga requisitos específicos, únicamente debe contener los 

elementos que la Constitución señala para su procedencia, los cuales son: lú existencia de 

una ley que fije las causas de utilidad pública y la actualización de alguna de las causas: el 

caso en concreto al que se aplica la expropiación y la fijación de la indemnización. Dicha 

declaratoria se formaliza mediante el Decreto cKpropiatorio. 

El Decreto Expropiatorio debe hacerse con apego a lo establecido por los artículos 

14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cumplimiento de 

lo establecido por dichos artículos garantiza que la expropiación se llevará a cabo única y 

exclusivamente para satisfacer alguna de las causas de utilidad pública establecidas en la 

Ley Federal de Expropiación y con ello quedará debidamente motivada y fundamentada. 

La Ley Federal de Expropiación contempla en su artículo 3º lo siguiente: "La 

declaratoria a la que se refiere el articulo anterior, se hará mediante Decreto que se 

publicará en el Diario Oficial de la Federación y será notificado personalmente a los 

interesados. En caso de ignorarse el domicilio de éstos, surtiní efectos de notificación 

personal una segunda publicación del Decreto en el Diario Oficial de la Federación." 
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Respecto a lo anterior se dice que en materia de expropiación no rige In garantía de 

previa audiencia consagrada en In Constitución, en virtud de que este requisito no se 

encuen.tra contenido entre los que señnln el· Articulo ·27 de In propia Carta Magna y 

tampoco se encuentra previsto en la Ley Reglamentaria de éste. 

El decreto expropiatorio. tiene como fin declarar la expropiación, ordenar su 

publicación y notificación a los afectados. 
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IV.4. EXPEDIENTI~ ADMINISTRATIVO. 

La Ley Federal de Expropiación no señala con precisión los elementos o requisitos 

que debe contener dicho expediente administrativo únicamente se concreta a decir lo 

siguiente en su articulo 3°: "La Secretaria de Estado, Departamento Administrativo o 

Gobierno del Distrito Federal según corresponda, tramitará el expediente de expropiación, 

de ocupación temporal o de limitación de dominio y, en su caso, el Ejecutivo Federal hará 

la declaratoria en el Decreto respectivo." 

El expediente de expropiación representa una parte de vital importancia dentro del 

procedimiento expropiatorio federal, ya que a través de él la autoridad comprobará la 

verdadera existencia de la causa de utilidad pública y su aplicación al caso concreto. 

En materia Federal, el expediente de expropiación será tramitado por la Secretaria 

respectiva o en su caso por la Secretaría de Gobernación. Dicho expediente deberá fommrse 

primero por In solicitud de expropiación, la determinación del bien que se pretende 

expropiar, la valorización por la autoridad expropiantc, la calificación concreta de la 

utilidad pública, la determinación de su necesidad y la comprobación de que el bien objeto 

de In expropiación es el satisfactor indispensable para satisfacer la necesidad pública; es 

preciso que se encuentren satisfechos todos estos requisitos con el objeto de demostrar que 

la expropiación es procedente. 

El objeto del expediente consiste en reunir todos aquellos elementos probatorios 

para la correcta procedencia de la expropiación. 

En anteriores renglones ya se había dicho que para que una expropiación proceda 

legalmente es necesario que exista una causa de utilidad pública, pero no sólo eso sino que 

dicha causa debe quedar perfectamente determinada en el caso concreto de que se trate por 

la autoridad competente. La determinación en cada caso concreto de In utilidad pública esta 

sujeta a diversos requisitos y condiciones que la autoridad debe colmar antes del decreto 

expropiatorio, es decir que la determinación de la utilidad pública no debe hacerse por 
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simple aseveración de In autoridad cxpropinntc, sino que dicha autoridad tiene In obligación 

de demostrar y justificar que tnl cnusn opera en cada situación concreta, por lo que esa 

comprobación la hará mediante la tramitación del expediente expropiatorio. 

Conforme a la Constitución, a la Ley reglamentaria y a los criterios de la Corte se 

puede decir que la declaración de utilidad pública supone dos momentos en uno la 

administración verifica la existencia concreta de una necesidad pública o causa de utilidad 

pública que exige ser satisfecha, es decir verifica que se esta en presencia de una de las 

hipótesis previstas en el artículo 1° de In Ley Federal de Expropiación; y en el otro la 

autoridad administrativa identifica los bienes que por sus características son indispensables 

para satisfacer la necesidad pública , pero no sólo eso sino que es necesario que a través del 

expediente In autoridad demuestre que dicho bien sí satisface la necesidad pública. 

El expediente expropiatorio será integrado por los estudios técnicos, proyectos, 

planos y demás elementos que exija cada caso particular; dichos proyectos, estudios y 

planos serán los que harán constar que In privación del bien a un particular obedece única y 

exclusivamente a la satisfacción de una causa de utilidad pública, la falta de expediente trae 

como consecuencia la ilegitimidad del acto expropiatorio, por ausencia de motivos y 

fundamentos, puesto que al no estar demostrada la utilidad pública la expropiación no sería 

procedente. 

Por lo anteriormente dicho se precisa que el expediente expropiatorio es aquel que 

contiene los estudios y pruebas elementales indispensables para comprobar que la causa de 

utilidad pública efectivamente va a satisfacer la necesidad que impera. 

!~SlS CON 
FALLA DE ORIGEN 98 



IV.3. PARAMETROS DE LA INDEMNIZACIÓN. 

Para algunos juristas existen diversos sistemas para fijar los parámetros de la 

indcnmi~ación, es el caso del jurista Miguel Acosta Romero, que respecto de los 

mencionados sistemas dice lo siguiente: 

1. "Sistcina. Administrativo. El justo precio lo fija exclusivamente el tribunal 

administrativo; controlado por el Estado. Dentro de este sistema, el tribunal es un 

simple C()ntn:{extritord_inario, al que le dan fuerza de cosa juzgada a sus resoluciones"; 
<,:·;~~- . ·:.'.:'.'. .. :/·'.x;· 

2. "Sistema ~~:Jüri/.En Francia existe la comisión arbitral de valuación que es un 

organistn6·q~{en el procedimiento de expropiación se encarga de fijar el monto de las 

cxprci~iri~ion~"spC:r 0cÍ ~xpropiante a los propietarios"; 

3. "Sistema Judicial. La indemnización la fija el juez sin perjuicio de peritos o cualquier 

clase de asesoramiento, y" 

4. "Sistema de Control Complejo. Esta denominación comprende a todo sistema en que la 

indemnización es fijada por comisiones arbitrales especiales formadas por peritos 

árbitros."1 

En nuestro país la forma de determinar los parámetros de la indemnización o el valor 

del bien objeto de la expropiación se hace confonne a lo dispuesto por el párrafo segundo 

de la fracción VI del Artículo 27 Constitucional el cual a la letra dice: 

"El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se basará en la 

cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o recaudadoras. ya 

sea que éste valor haya sido manifestado por el propietario o simplemente aceptado por él 

de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con esta base. El exceso de valor o 

demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o deterioros ocurridos con 

1 Acosta Romero, Miguel., tdcm. 1'. 609,61 O. 
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posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, será lo único que deberá quedar 

sujeto a juicio pericial y resolución judicial. Esto mismo se observará cuando se trate de 

objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas rentlsticas." 

Por lo que de lo anterior se desprende que el precio que se fijará como indemnización a 

la cosa expropiada, se basará únicamente en el valor fiscal que de ella figure en las oficinas 

catastrales o recaudadoras y que de ninguna manera estará sujeto a libre albedrío de la 

autoridad, es decir la autoridad por su simple aseveración no puede fijar el monto de la 

indemnización sino que es necesario que lo fije conforme lo establece la Constitución y la 

Ley de Expropiación 

En el mismo sentido la Ley de Expropiación en su artículo 1 O establece que: "El precio 

que se fijará como indemnización por el bien expropiado, será equivalente al valor 

comercial que se fije sin que pueda ser inferior, en el caso de bienes inmuebles, al valor 

fiscal que figure en las oficinas catastrales o recaudadoras." 
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IV.4. CIUTEIUOS DE LA COH.TE. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto de la indemnización emite 

diversos criterios entre los que podemos observar los siguientes: 

Semanario Judicial de la Federación, Jurisprudencia, Quinta Epoca, página 44 

EXPROPIACION. CASOS EN QUE LA INDEMNIZACION PUEDE NO SER 

PAGADA INMEDIATAMENTE. Cuando el Estado expropie con el propósito de llenar 

una función social de urgente realización, y sus condiciones económicas no permitan el 

pago inmediato de la indemnización, como debe hacerse en los demás casos, puede, 

Constitucionalmente, ordenar dicho pago dentro de las posibilidades del erario. 

Semanario Judicial de la Federación, Jurisprudencia, Quinta Epoca, página 45 

EXPROPIACION, INDEMNIZACION EN CASO DE. Como la indemnización en 

caso de expropiación es, de acuerdo con el artículo 27 Constitucional, una garantía, para 

que ésta sea efectiva y aquélla llene su cometido, es necesario que sea pagada, si no en el 

momento preciso del acto posesorio, si a raíz del mismo, y de una manera que permita al 

expropiado disfrutar de ella, por lo que la ley que lije un término o plazo para cubrir la 

indemnización es violatoria de garantías. 

Semanario Judicial de la Federación, Quinta Epoca, página 751 

EXPROPJACION, INDEMNIZACION EN CASO DE. La Suprema Corte de 

Justicia ha interpretado el articulo 27 Constitucional, al empicar el vocablo mediante, en 

relación con los términos expropiación e indemnización, como el constituyente, quien al 

variar la redacción de este precepto de la Constitución de 1857 a la vigente, estableciendo 

que es condición de la legalidad y constitucionalidad de la medida cxpropiatoria el que se 

hagn si se satisfacen los requisitos de utilidad pública que la motiva, por una parte, y por 

otra, el de que indemnice al afectado, pero sin concluir de los mismo que cuando tales 

¡-· .. wsrs coN 
_______ _,_.FALLA DE ORIGEN 

101 



requisitos se han observado no se puede ocupar el bien expropiado, pues a lo sumo la 

acción del afectado debe encaminarse a que se cumpla con la indemnización ya acordada, 

dentro del pinzo previsto en el decreto respectivo. 

Semanario Judicial de la Federación, Quinta Epoca, página 2558. 

EXPROPIACION, INDEMNIZACION EN CASO DE. Salvo cuando se trata de un 

interés nacional, el pago de la indemnización en caso de expropiación debe efectuarse 

dentro del plazo prudente y necesario para lijar su monto, pues el pago diferido es contrario 

al artículo 27 Constitucional. 

Semanario Judicial de la Federación, Quinta Epoca, página 4451 

EXPROPIACION, INDEMNIZACION EN CASO DE. De conformidad con el 

artículo 27 Constitucional, en los casos de expropiación, debe ordenarse el pago de la 

indemnización que corresponde al precio del bien expropiado, sin más demora que la 

indispensable para lijarlo confom1e al valor fiscal que tenga asignado, y solamente el 

exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular, con posterioridad a la 

fecha de asignación de ese valor fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a juicio 

pericial y a resolución judicial. 

Semanario Judicial de la Federación, Quinta Epoca, página 4353 

EXPROPIACION, INDEMNIZACION EN CASO DE. Para cumplir con los 

requisitos legales en una expropiación que se haga por causa de utilidad pública y mediante 

indemnización, es indispensable el ejercicio de funciones que sólo competan a la propia 

autoridad, porque es ella quien impone su facultad y ejecuta el hecho expropiatorio, para lo 

cual está obligada, Constitucionalmente, a cubrir de la manera que la misma Carta Magna 

determina. el importe de la indemnización señalada, sin que pueda desvincularse esa 

función, considerándola en parte como la de un sujeto de derecho y obligaciones y en otra 

como de autoridad, porque le faltaría la condición fundamental de la expropiación, 
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consistente en hacer el pago del bien afectado; por tanto, el juicio de gnrantfns es el 

indicado para el caso en que una autoridad se niegue n hacer el pago de In indemnización; 

puesto que el Amparo procede también contra In abstención de las autoridades de cumplir 

las obligaciones que la ley les impone. 



IV.S. MEDIOS DE DEFENSA. 

El particular cuenta con el Recurso de Revocación y con el Derecho de Reversión 

como medios de defensa que puede utilizar en su favor. 

"El recurso administrativo es una defensa legal que tiene el particular afectado para 

impugnar un acto administrativo ante la propia autoridad que lo dicto, el superior jerárquico 

u otro órgano administrativo, para que lo revoque, anule o lo reforme una vez comprobada 

la ilegalidad o inoportunidad del acto"2 

De lo anterior se desprende que los elementos del recurso administrativo son los 

siguientes: 

1. La existencia de una resolución administrativa que lesione los intereses de un particular; 

2. Un plazo para la interposición del recurso; 

3. La autoridad ante quien se interpone; 

4. Los elementos de forma y fondo que deben integrar el recurso; 

5. Un procedimiento; 

6. El deber de la autoridad administrativa de emitir una resolución debidamente motivada 

y fundamentada. 

En el mismo orden de ideas, debe entenderse por Revocación la decisión emitida 

por una autoridad administrativa dirigida a producir la extinción de un acto administrativo. 

El recurso de revocación se interpone contra un acto que emana de una autoridad 

administrativa y que afecta la esfera jurídica de un individuo, la petición hecha en este 

sentido debe fundarse en la legalidad del acto mismo, esto es, manifestar que el mismo no 

cumple con las exigencias y presupuestos establecidos por la ley respectiva . 

'Scrra Rojas Andrés, ldcm., r. 557. .......... ~---------
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Ln doctrina considera que In revocación puede ser promovida por el propio 

organismo emisor si tiene facultades pnra examinar sus netos, o bien por el Superior 

. Jerárquico competente, en estos casos In revocación se denomina directa,; es indirecta y 

propiamente se conoce como el ejercicio del recurso de revocación, cuando se promueve 

por quien ha sido nfectndo en sus derechos, o por todo aquel que tenga un interés legitimo 

si la misma ley lo admite. 

El órgano administrativo que conozca del recurso de revocación debe examinar y 

reconsiderar la emisión del acto impugnado y emitir una resolución debidamente motivndn 

y fundada. 

RECURSO DE REVOCACIÓN EN MATERIA DE EXPROPIACIÓN. 

En el art!culo 5° de la Ley de Expropiación se determina en primer lugar, que deben 

ser los sujetos afectados por una expropiación, lo autorizados para la interposición del 

recurso de revocación, no contemplando la posibilidad de que se promueva de oficio, ya sea 

por la autoridad que realizo el procedimiento de expropiación o por el Ejecutivo Federal; 

así mismo no se considera la posibilidad de que pueda interponerlo otra persona que tenga 

un interés legítimo como señala la doctrina. 

En segundo lugar el término para la interposición del recurso, es de 15 días contados 

a partir de la notificación personal que se haga al afectado. No señala nada para el caso en 

que sea desconocido el domicilio del afectado, infiriéndose que es dentro de los 15 días 

siguientes, después de realizada la segunda publicación de la declaratoria de expropiación 

en el Diario Oficial de la Federación. Necesario se hace que en estos casos se agregue en la 

ley la posibilidad de que se conceda un plazo mayor para la interposición del recurso 

tratándose de persona cuyo domicilio se desconoce. 

La ley tampoco señala nada en cuanto al procedimiento que ha de seguirse en la 

tramitación de este recurso, por lo que es necesario señalar el procedimiento a que ha de 

ajustarse y establecer que la Autoridad Administrativa emitirá su resolución, la cual debe 
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ser motivada y fundamentada, pero únicamente la Ley se limita u indicar que este medio de 

defensa deberá promoverse ante In Secretarla de Estado, Departamento Administrativo o 

Gobierno del Territorio que haya tramitado el expediente de expropiación. 

Una vez interpuesto el Recurso de Revocación, la ocupación del bien expropiado 

sólo podrá llevarse a cabo hasta que dicho recurso sea resuelto, salvo que el mismo haya 

resuelto en sentido negativo pura el sujeto afectado, en este caso se ocupará el bien 

inmediatamente. 

EL DERECHO DE REVERSIÓN EN MATERIA DE EXPROPIACIÓN. 

La facultad del Estado de expropiar bienes de la propiedad privada no es absoluta, 

ya que su existencia esta condicionada al cumplimiento de varios supuestos indispensables 

pura su completa legalidad. 

Es necesaria la existencia de una causa de utilidad pública, de esto tenemos que al 

surgimiento de cualquier necesidad social, es al Estado a quien corresponde satisfacer 

dichas necesidades, pero sí se da el caso de que no cuente entre sus bienes con los 

necesarios para hacer frente al cumplimiento de las necesidades preexistentes o bien que no 

sean los adecuados para su cometido, entonces se vera for¿¡¡do a hacer uso de bienes de 

propiedad privada. los cuales serán elegidos de forma tal que sean los estrictamente 

necesarios e indispensables para satisfacer los imperativos o necesidades preexistentes, esto 

mediante la entrega de la indemnización correspondiente para cada caso particular. 

Tomando en cuanta que sí el expropiante en un término de cinco años no destine el 

bien afectado por una declaración de expropiación al fin que dio origen a la misma, 

constituye un atentado contra la Garantía que tutela el Derecho de Propiedad, desde el 

momento en que se cambia el sentido que justifica el ejercicio de la facultad expropiatoria 

del Estado, puesto que la causa esencial desaparece, no habiendo legitimidad para la 

subsistencia del acto. En dichas circunstancias, la declaratoria de utilidad pública establece 

el margen del ejercicio de las facultades del Estado en cuanto a la afectación del bien 
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expropiado, y si por cualquier motivo se ha cambiado el destino señalado, debe surgir para 

el gobernado un medio de defensa por el cual tenga intervención para recuperar su bien. 

El medio de defensa del que se habla en el párrafo anterior es el Derecho de 

Reversión que viene a constituir un resguardo a la Garantía de la tutela del Derecho de 

Propiedad, en virtud de que la expropiación tiene como elemento primordial para su 

existencia una causa de utilidad pública, si esta varia no puede sostenerse el acto 

expropiatorio, por lo que el que fue propietario de los bienes afectados tiene el derecho a 

recuperarlos. Es por ello que se ha señalado que el ejercicio del Derecho de Reversión 

tiende a la recuperación de la propiedad. 

La palabra Reversión, según el Diccionario de In Real Academia Española de In 

Lengua se define como: "La restitución de una cosa a su primer estado. Acción y efecto de 

revertir". También viene del latin Reversio-onis, que significa: "acción de desandar lo 

andado". Una definición general de reversión es: volver las cosas al estado anterior; y por 

último en el aspecto jurídico significa: "devolver un bien al propietario anterior". 

En la doctrina se ha considerado al Derecho de Reversión también como Derecho de 

Retrocesión. Por el cual se entiende que el particular expropiado tiene como medio de 

defensa frente al Estado para lograr el respeto al Derecho de Propiedad, la reversión, puesto 

que el Estado tiene la obligación de aplicar el bien a In causa de utilidad pública señalada 

en el Decreto Expropiatorio Federal. 

La institución de la reversión solo se ejercita hasta después de haber sido 

expropiado el bien, después de que el procedimiento respectivo se ha agotado, provocando 

la transferencia de la propiedad, y después de haberse hecho el pago de la indemnización al 

afectado. 

La única norma contenida sobre reversión en la Ley de Expropiación es la que 

establece el articulo 9º de dicha ley, esto es insuficiente para la regulación de ésta 

institución puesto que no se establece un procedimiento preciso para el ejercicio, 
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tramitnción y regulación del derecho que por ella misma se otorga a los particulares contra 

el Estado, el cual consiste en recuperar el bien por habérsele entregado a un fin distinto del 

que origino el decreto expropiatorio, vulnerando de esta forma la garantla de propiedad 

privada. 

La reversión constituye una garantía de carácter individual que protege el Derecho 

de Propiedad, impidiendo expropiaciones arbitrarias e imponiendo al Estado el deber de 

destinar los bienes expropiados a la causa de utilidad pública que él mismo ha determinado. 

De lo contenido en el articulo 9° de la Ley de Expropiación se desprenden algunos 

presupuestos: 

1. Que se haya afectado por causa de utilidad pública a través de un Decreto Expropiatorio 

un bien sujeto al régimen de propiedad privada. 

2. Que una vez encontrándose el bien fuera del patrimonio particular no se le dio el 

destino previsto en la declaratoria de expropiación, de esto se desprende: 

a) Que la Autoridad Administrativa considere aplicar el bien expropiado a obras 

distintas de la causa original; 

b) Que el bien expropiado no sea utilizado durante cinco años; 

c) Que el bien expropiado sea utilizado temporalmente y posteriormente se abandonen. 

El ejercicio del Derecho de Reversión compete únicamente al sujeto que ha sufrido un 

menoscabo en su patrimonio, quien deberá ejercitarlo ante la Autoridad Administrativa. 
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CAPÍTULO QUINTO. 

FUNDAMENTACIÓN V MOTIVACIÓN CONSTITUCIONAL EN EL 

PROCEDIMIENTO EXPIWPIATORIO FEDERAL. 

V.I. ANÁLISIS JURÍDICO DE LA "CAUSA DE UTILIDAD PÚIJLICA" EN EL 

PROCESO EXPROPIATORIO FEDERAL. 

"Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública ... " 

Cualquier expropiación podrá realizarse legalmente, únicamente cuando exista una 

causa de utilidad pública que haga necesario el sacrificio de los intereses particulares en 

función de la protección de los intereses públicos. 

La causa final de la expropiación es la utilidad pública, puesto que el fin que 

justifica la potestad cxpropiatoria lo constituye la propia utilidad pública. 

Por ello decimos que la utilidad pública constituye la plataforma fundamental sobre 

la que se sustenta el procedimiento cxpropiatorio federal. 

La facultad de determinar las causas de utilidad pública, corresponde al Congreso, 

en materia Federal y a las legislaturas de los estados en cuestión local. Por ello se dice que 

determinar las causas de utilidad pública es una potestad discrecional, sin embargo dicha 

potestad no puede ejercerse de manera arbitraria o caprichosa, ya que se encuentra bajo la 

condición de satisfacer la necesidad colectiva preexistente. 

La utilidad pública invocada en un caso concreto de expropiación debe ser concreta, 

especifica, real y objetiva. 

La utilidad pública invocada debe operar en la realidad, no es posible que la 

autoridad por simple aseveración invente una causa de utilidad pública, sino que ésta 

deberá encontrarse contenida dentro de las causas de utilidad pública previstas por la ley. 
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La procedencia y legitimidad de una expropiación depende en gran parte de que la 

causa de utilidad pública invocada se encuentre debidamente comprobada en el expediente 

expropiatorio correspondiente. 

El expediente expropiatorio federal contendrá los estudios técnicos, proyectos, 

planos y demás elementos que cada caso requiera para probar de manera fehaciente que el 

bien, objeto de la expropiación, es el indispensable para la satisfacción de la necesidad 

pública. La falta de dicho expediente produce la ilegalidad del acto expropiatorio, puesto 

que al no estar demostrada la necesidad de ocupar el bien tampoco se demuestra la 

existencia de la utilidad pública. 

Una vez integrado el expediente expropiatorio con todas las pruebas 

correspondientes para comprobar la plena existencia de la utilidad pública, corresponde al 

Presidente de la República hacer la declaratoria de expropiación mediante la publicación 

del Decreto expropintorio federal, en el Diario Oficial de la Federación. Por medio de éste 

decreto, se dará a conocer cuáles son los bienes que serán expropiados y cuál es la causa 

que da origen a la expropiación. 

En este punto se hace necesario precisar que en materia de expropiación no opera la 

garantía de audiencia, en virtud de que se trata de un acto unilateral del Estado, aunque ello 

definitivamente no implica una violación a las garantías individuales, puesto que así se 

contempla en la ley. Esta situación no deja en estado de indefensión al particular afectado 

por la expropiación, ya que cuenta con medios de defensa para poder impugnar. 

La existencia de la utilidad pública debe ser demostrada por la autoridad 

administrativa, para ello son indispensables pruebas basadas en datos objetivos y ciertos y 

no en apreciaciones subjetivas y arbitrarias, es decir que no basta que la autoridad 

simplemente lo afirme sino que es indispensable que se rindan las pruebas suficientes que 

justifiquen la utilidad. 
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La utilidad pública como piedra angular de la expropiación necesita de dos 

condiciones: una es que exista una necesidad pública, y otra es que haya un objeto 

susceptible de satisfacer dicha necesidad, aunque la simple existencia del bien no es 

suficiente, sino que es indispensable que precisamente ese bien satisfaga la necesidad, 

extinguiéndola. 

La invocación de una causa de utilidad pública tiene que estar demostrada en la 

situación concreta en que se pretende que opere, puesto que si no hay causa de utilidad 

pública, el acto expropiatorio serla un acto inconstitucional. 
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V.2. ANÁLISIS .IUldDICO DE LA GARANTÍA DE INDEMNIZACIÓN 

CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL. 

La parte del párrafo segundo del artículo 27 Constitucional que a la letra dice: 

"mediante indemnización", a lo largo del tiempo ha provocado polémica acerca del 

momento preciso en que ha de hacerse efectivo el pago de lu indemnización a los sujetos 

afectados por una expropiación. 

El motivo de controversia y polémica es sobre el momento procesal en el que ha de 

realizarse el pago, ya que en ese párrafo del mismo artículo pero de la constitución de 1857 

decía "previa indemnización''. Por esta razón algunos doctrinarios basándose en éste 

antecedente controvierten el momento del pago de la indemnización. Es decir que algunos 

han opinado que el pago ha de realizarse antes de que se lleve a cabo la expropiación, 

puesto que si la indemnización constituye una garantía para el sujeto expropiado no tiene 

por que hacerse después de consumada la expropiación. 

Otro criterio es que la indemnización debe ser cubierta en su totalidad de manera 

simultánea a la realización del acto expropiatorio; y otros más señalan que incluso puede· 

hacerse el pago hasta después de consumada la expropiación. 

La postura que sostiene que el pago de la indemnización al afectado de una 

expropiación puede ser posterior, se sostiene en el argumento de que el hecho de que se 

cambio el texto de la Constitución de "previa" a "mediante", es porque el legislador pensó 

en la posibilidad de que el pago pudiera realizarse después de consumado el acto 

expropiatorio. 

Además cabe hacer mención que inclusive hay criterios de la corte que sostienen 

que el pago de la indcmni7Á1ción puede efecttmrsc hasta después del acto expropiatorio, 

puesto que mencionan que cuando el Estado expropie para satisfacer una necesidad social 

urgente y sus condiciones económicas no le pcm1itan pagar de inmediato la indemnización, 

puede ordenar dicho pago dentro de las posibilidades del erario. 
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Por lo que respecta a La Ley de Expropiación, no es lo bastante clara respecto al 

tiempo en que ha de pagarse la indemnización, ya que en su Articulo 20 señala que la 

indemnización debe pagarse en un término de un año contado a partir de la declaratoria de 

expropiación, pero no especifica alguna sanción para el caso de que el pago llegara a 

tardarse más del tiempo establecido. 

En el mismo orden de ideas se considera que el termino "previa indemnización", 

utilizado por la Constitución, no quiere decir que la indemnización deba ser cubierta con 

anterioridad al acto de toma de posesión del bien expropiado, ya que la palabra "mediante" 

es simplemente una forma de precisar que se condiciona la expropiación al pago del bien 

expropiado, es decir que a cambio del bien se paga cierta cantidad de dinero que compense 

al particular por la pérdida de su bien. Por tanto, debe entenderse que el pago de la 

indemnización constituye una contraprestación para el particular afectado. 

La figura de In indemnización no constituye un precio, sino una compensación por 

la pérdida del bien y por el menoscabo en su Derecho de Propiedad, es decir, que no se 

considera un precio porque no se trata de una compraventa sino de un acto de autoridad del 

Estado. 

Es el mismo Estado el que al detem1inar una expropiación cubrirá la indemnización 

a manera de compensación al particular que se vea afectado a raiz de dicho acto. 

En el mismo orden de ideas la indemnización, entonces es la reparación o 

resarcimiento del daño, la perdida o menoscabo que se ha causado en el patrimonio del 

particular afectado, misma que se le cubrirá mediante una suma de dinero que el Estado 

cubrirá. 

El monto de la compensación que se otorgue al particular por la afectación que 

sufrió en su patrimonio u raíz del acto expropiatorio, deberá fijarse, según la propia Ley 

Reglamentaria, atendiendo al valor comercial y en el caso de bienes inmuebles atendiendo 

el valor fiscal que figure en las oficinas catastrales 
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Por último, la indemnización es el segundo requisito expresado en el articulo 27 

Constitucional y al mismo tiempo constituye también una garantfa con la que cuentan los 

particulares frente al Estado para proteger su propiedad, porque les asegura, de alguna 

manera, que no serán afectados en su patrimonio, sin que reciban la suma correspondiente, 

In cual debe ser hecha en tal forma, que repare todos los daños y perjuicios que por causa 

del neto expropiatorio se causen en su patrimonio. 

Se considera a In indemnización como una garantía a la propiedad, puesto que como 

ya se dijo consiste en otorgar al particular afectado por una expropiación una dctem1inada 

suma de dinero suficiente para cubrir el valor de la propiedad ocupada y con ello resarcir 

los daños causados. 
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V.3. ANÁLISIS .JURÍDICO somu: EL DECl{ETO EXPIWPIATOIUO. 

En el caso del procedimiento expropiatorio federal, el decreto expropiatorio federal 

será emitido por el Presidente de la República, en ejercicio de las facultades que le otorga la 

propia Constitución en su articulo 89, y publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

El decreto es una figura administrativa que tiene tres distintas conccptualizaciones, 

como decreto administrativo, como decreto-ley y como decreto judicial. Es importante que 

se perciba la diferencia entre estos tres tipos de decreto para evitar que sean confundidos 

entre ellos mismos. 

El Decreto Administrativo, es una decisión de un órgano del Estado que crea 

situaciones jurídicas concretas e individuales. 

El Decreto-Ley es una norma del Poder Ejecutivo, con fuerza y proyección 

equivalente a la Ley, ya que la Constitución le otorga la facultad de legislar en 

determinadas materias, sin necesidad de una delegación de facultades del Poder 

Legislativo. 

El Decreto Judicial, es una simple determinación de trámite que se dicta en un 

proceso (conforme la teoría civilista). 

Atendiendo a las características mencionadas con antelación, podemos decir que el 

decreto expropiatorio federal es un Decreto Ley emitido por el Presidente de la República, 

en su carácter de representante del Ejecutivo Federal, en virtud de que es el propio 

Ejecutivo el que mediante la declaratoria de expropiación da a conocer qué bienes serán 

expropiados y cuál es la causa de utilidad pública que da origen a dicha expropiación. 

Conforme a lo establecido en la Ley de Expropiación el Ejecutivo Federal, será el 

encargado de emitir la declaratoria de expropiación, dándole la formalidad correspondiente 

mediante el Decreto de Expropiación Federal.--~----------...... 
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Es de vital importancia que ese decreto expropiatorio. se publique en el Diario 

Oficial de la Federación, para efecto de que mediante él, no sólo se de a conocer qué bienes 

serán expropiados y cual es la causa que da origen a la expropiación, sino que también se 

notifique a los particulares propietarios de dichos bienes, para que hagan lo que a su 

derecho convenga, ya que no es sino hasta ese momento que ellos se enteran de que sus 

bienes serán expropiados, puesto que como ya se dijo, en materia de expropiación el 

particular no cuenta con la Garantla de Audiencia. 

La parte medular de toda expropiación federal y la cual le va a dar legitimidad a 

dicha expropiación, es la motivación y la fundamentación del Decreto Expropiatorio 

Federal. 

La motivación y fundamentación del Decreto Expropiatorio Federal, se materializan 

mediante el Expediente Expropiatorio Federal, el cual contendrá los estudios técnicos, 

proyectos, planos y demás elementos que cada caso requiera para probar de manera 

fehaciente que el bien objeto de la expropiación, es el indispensable para la satisfacción de 

la necesidad pública. La falta de dicho expediente produce la ilegalidad del acto 

cxpropiatorio, puesto que al no estar demostrada la necesidad de ocupar el bien tampoco se 

demuestra la existencia de la utilidad pública. 

Como ya se dijo con antelación la motivación y fundamentación del decreto 

expropiatorio federal son dos requisitos esenciales para que la expropiación sea 

completamente legítima, considerando que el motivar un Acto Administrativo, como lo es 

la expropiación, consiste en describir las circunstancias de hecho que hacen aplicable la 

nonna jurídica al acaso concreto. Es decir que la motivación es la adecuación del supuesto 

de derecho a la situación subjetiva del gobernado. 

Y respecto a la fundamentación del decreto, se considera que fundamentar un Acto 

Administrativo implica la obligación de indicar cuáles leyes y cuáles de sus artículos son 

aplicables al caso concreto, es decir cuales de ellos son los que justifican su emisión, por lo 

que es necesario que los preceptos jurídicos que han sido invocados se refieran a la 
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competencia del órgano, a las facultades del servidor público y desde luego, ni contenido 

del neto, en este caso del acto expropintorio federal. 

La necesidad de que .el Ejecutivo Federal funde y motive el decreto expropintorio 

federal esta reconocida aparte del articulo 16 Constitucional, por In Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, 
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V.4. ANÁLISIS JUldDICO DE LAS CAUSAS Y EFECTOS PROVENIENTES DEL 

PROCESO EXPROPIA TORIO RESPECTO A LOS SUJETOS PARTICIPANTES 

DENTIW DEL MISMO 

Como ya se indicó en párrafos anteriores los sujetos que forman parte de todo 

Procedimiento Expropiatorio Federal son: Sujeto Expropiante, Sujeto Expropiado y el 

Beneficiario. 

El sujeto expropiante siempre es el Estado, que se manifiesta a través de la Federación, 

de las Entidades Federativas y del Distrito Federal. En el caso particular de la expropiación 

federal, será el Ejecutivo Federal. 

El sujeto Expropiado, es aquel que se ve directamente afectado en su propiedad, por el 

acto expropiatorio federal, es decir es el propietario del bien objeto de la expropiación. Este 

sujeto puede ser una persona flsica o moral, puede ser un capaz o un incapaz e incluso 

puede ser alguien, de quien se desconozca su domicilio particular. 

El Beneficiario, este sujeto puede o no existir de manera individual, ya que algunos 

criterios sostienen que no consideran que exista un sujeto beneficiario ya que dicho sujeto 

puede ser la propia Federación, los Estados, Municipios, el Distrito Federal, una empresa 

de participación estatal o incluso particulares a quienes se les haya otorgado alguna 

concesión. 

Tomando en consideración lo anterior podemos decir que el sujeto que va a sufrir en 

su patrimonio la expropiación puede ser una persona fisica o moral, pero siempre serán 

sujetos determinados, ya que no es posible hacer una declaración impersonal sino que tiene 

que ser individualizada y determinada. 

En el caso de la expropiación los sujetos expropiados son los que resultan afectados, 

de manera directa, por un decreto expropiatorio federal, representan un papel secundario 

dentro de( procedimiento, ya que Se encuer_C..!i~Í~sf sicr Ubordinación 
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con el Estado, que actúa llevando siempre el papel activo dentro de dicho procedimiento 

cxpropintorio, en cambio el sujeto expropiante, que actúa en nombre del Estado y de la 

utilidad pública invocada juega siempre el papel principal dentro de dicho procedimiento. 

En forma contraria al sujeto cxpropiantc, el sujeto expropiado actúa siempre en 

forma defensiva, puesto que su voluntad no es atendida, y como es señalado no es 

confonne a derecho otorgarle la garantía de audiencia. 

El sujeto expropiado, es entonces el que va a sufrir las consecuencias del acto 

expropiatorio, primeramente porque se vera privado de su Derecho de Propiedad, sufriendo 

as! una lesión en su esfera jurídica. 

Otra afectacíón que puede llegar a sufrir el sujeto expropiado, es que la 

indemnización que se le otorgue, por la afectación que sufrirá en sus bienes, llegue a ser 

insuficiente para resarcir el daño que se le esta causando, y as! se provoque un desequilibrio 

entre su situación económica anterior y la posterior a la expropiación. 

Siguiendo con la idea de la indemnización, también podría darse el caso de que el 

Estado se declare insolvente para poder cubrir el monto de la misma, por encontrarse en 

una situación de extrema emergencia y así el sujeto expropiado no tenga posibilidad de 

cobrarla. 

Por último se considera que el término que da la Ley de Expropiación de S años 

para poder ejercitar el Derecho de Reversión es un tém1ino excesivo y que si el bien no es 

ocupado por la causa de utilidad pública por la que se expropio, el sujeto expropiado se 

vería afectado por lo que pudo haber dejado de percibir, con su bien durante ese tiempo. 

Por último se hace la observación que ni el Estado, como sujeto expropiantc, ni el 

Beneficiario, se verán afectados en modo alguno por el acto expropiatorio federal. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- Toda expropiación sólo podrá hacerse por causa de utilidad pública y 

mediante indemnización. 

SEGUNDA.- La expropiación federal es un procedimiento administrativo mediante el cual 

el Estado unilateralmente impone al particular la transferencia de la propiedad de un 

determinado bien para satisfacer una necesidad preexistente, compensándolo con una 

indemnización. 

TERCERA.- Toda expropiación por causa de utilidad pública exige el cumplimiento de dos 

condiciones: primero que haya una necesidad pública, y segundo que el bien objeto de la 

expropiación sea susceptible de satisfacer esa necesidad extinguiéndola. 

CUARTA.- Como neto unilateral del Estado, el Ejecutivo Federal será el órgano encargado 

de hacer la declaratoria correspondiente mediante el decreto expropiatorio. 

QUINTA.- Ln declaratoria de utilidad pública no debe hacerse por simple aseveración de In 

autoridad expropiante, sino que ésta autoridad tiene la obligación de demostrar que la causa 

de utilidad pública es legítima. 

SEXTA.- El Decreto Expropiatorio Federal debe estar debidamente fundado y motivado. 

SEPTIMA.- La fundamentación y motivación del Decreto se materializará mediante la 

tramitación del Expediente Expropiatorio Federal. 

OCTAVA.- Es al Poder Legislativo a quien corresponde determinar las causas de utilidad 

pública, que legitimen los actos expropiatorios, mediante una Ley que será emitida por éste 

poder. 

NOVENA.- La declaratoria de expropiación corresponde al Ejecutivo Federal. 
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DECIMA.- El momento procesal oportuno para efectuar el pago de la indemnización 

correspondiente, al caso concre.to del que se trate, será antes, durante o incluso después del 

acto expropiatorio federal. 

DECIMO PRIMERA.- Pero para evitar diversidad de criterios respecto al momento del 

pago de la indemnización, la vigente Ley de Expropiación debe estipular específicamente, 

en su articulado, el momento preciso del pago de la indemnización. 

DECIMO SEGUNDA.- Para el caso indebido de que el monto de la indemnización no sea 

pagado, la vigente Ley de Expropiación debe contemplar una sanción para el Estado, por no 

efectuar oportunamente el pago. 

DECIMO TERCERA.- La ley tampoco señala nada para el caso de que el domicilio del 

sujeto expropiado sea desconocido, únicamente se limita a decir que es dentro de los 1 S 

días siguientes, después de realizada la segunda publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. Por lo que se propone que la ley conceda un plazo mayor para la interposición 

del recurso tratándose de personas cuyo domicilio se desconoce. 

DECIMO CUARTA.- Debe reformarse la vigente Ley de Expropiación, en cuanto a que 

debe contener un capítulo especial para el Procedimiento Expropintorio Federal, en vista de 

que la ley no contiene de manera concreta y especifica la tramitación que ha de seguir dicho 

procedimiento. 

DECIMO QUINTA.- Dentro del Procedimiento Expropiatorio Federal, de manera 

excepcional, no es necesaria la Garanlia de Audiencia para el sujeto expropiado, esto 

porque se entiende que la expropiación se lleva a cabo por una causa urgente de utilidad 

pública y si se otorgará la garantía de audiencia al afectado, en el tiempo que se tardaría el 

desarrollo del procedimiento, la necesidad pública se volverla nugatoria. 
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DECJMO SEXTA.- La Nacionalización es una figura que en la actualidad sólo tiene una 

referencia tanto histórica como doctrinaria,· puesto que hoy en dla no tiene fundamento 

legal alguno. 
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